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México D.F. a 16 de diciembre de 2014 
 

Asunto: Tesis y Jurisprudencias del mes de noviembre de 2014. 
 
 
Por medio de la  presente se hacen de su conocimiento la selección de tesis aisladas y jurisprudencias 
emitidas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, relacionadas con la materia aduanera y comercio exterior que pueden serles de utilidad en la 
defensa de sus asuntos, publicadas en la revista digital del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa y en el Semanario Judicial de la Federación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondientes al mes de noviembre de 2014,  cuyos rubros son los que a continuación se mencionan y 
están disponibles para su consulta en la página de la CLAA en la siguiente dirección electrónica 
http://www.claa.org.mx/buscador/buscador_new.php?anio=2014&tipo=4 , esta herramienta cuenta con un 
buscador que la facilitará la localización por palabra.  
 
 
TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

1.  
2a./J. 104/2014 (10a.) NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS IMPUGNADOS MEDIANTE 
RECLAMACIÓN EN EL TRÁMITE DE LA REVISIÓN FISCAL. SURTE EFECTOS DESDE EL 
MOMENTO EN QUE SE HAYA EFECTUADO A LAS AUTORIDADES.  
 

2. 2a./J. 119/2014 (10a.) AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE PRETENDEN LA 
DESAPLICACIÓN DE UNA RESTRICCIÓN, PROHIBICIÓN, LIMITACIÓN O EXCEPCIÓN 
CONSTITUCIONAL, CON APOYO EN UNA DISPOSICIÓN DE CARÁCTER CONVENCIONAL.  
 

3. 2a. CXIII/2014 (10a.) COMERCIO EXTERIOR. LAS CONTRAPRESTACIONES PREVISTAS POR 
LA REGLA 1.6.35 DE LAS DE CARÁCTER GENERAL EN ESA MATERIA PARA 2010, NO 
CONSTITUYEN DERECHOS, POR LO QUE LA UTILIZACIÓN DEL CONCEPTO “DERECHO DE 
TRÁMITE ADUANERO” A QUE SE REFIERE EL NUMERAL 49, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
FEDERAL DE DERECHOS PARA SU CÁLCULO NO AFECTA SU REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL. 
 

4. Tesis: I.4o.A.98 A (10a.) TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL. LA OBLIGACIÓN DE 
SOPORTAR DOCUMENTALMENTE EL ORIGEN DE UN BIEN CUANDO SE SOLICITÓ AQUÉL, 
SÓLO SE ACTUALIZA TRATÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN 
CONSISTENTE EN LA VISITA A LAS INSTALACIONES DE UN EXPORTADOR O PRODUCTOR, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 506, PUNTO 1, INCISO B), DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO 
DE AMÉRICA DEL NORTE. 
 

5. Tesis: XXVII.3o.7 A (10a.) NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134, 
FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SI DICHO PRECEPTO SE APLICA 
SUPLETORIAMENTE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, LA 
AUTORIDAD, PREVIO A ORDENARLA, DEBE INVESTIGAR EL DOMICILIO DE LA PERSONA A 
QUIEN SE DIRIGE, AGOTANDO LOS MEDIOS QUE TENGA A SU ALCANCE Y QUE RESULTEN 
CONDUCENTES PARA LOGRAR DICHO FIN (INTERPRETACIÓN CONFORME CON LOS 
DERECHOS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO). 
 

6. Tesis: II.3o.A.1 A (10a.) NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. CUANDO SE ENTIENDE CON UN 
TERCERO, EN EL CITATORIO PREVIO Y EN EL ACTA RELATIVA DEBEN ASENTARSE LOS 
PORMENORES QUE DEN PRECISIÓN Y CLARIDAD RESPECTO AL VÍNCULO QUE UNE A 
AQUÉL CON EL CONTRIBUYENTE Y ESPECIFICAR LAS RAZONES QUE ASEGUREN QUE NO 
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SE ENCUENTRA EN EL DOMICILIO POR CIRCUNSTANCIAS ACCIDENTALES, ASÍ COMO 
SUSTENTAR LA UBICACIÓN DE ÉSTE CON ELEMENTOS OBJETIVOS Y RAZONABLEMENTE 
IDENTIFICABLES. 
 

7. Tesis: XVI.1o.A. J/16 (10a.) VISITA DOMICILIARIA. SU ÚLTIMA ACTA PARCIAL TIENE 
NATURALEZA DIVERSA DE LA DEL OFICIO DE OBSERVACIONES DERIVADO DE LA 
REVISIÓN DE ESCRITORIO O GABINETE, POR LO QUE ES INNECESARIO QUE CUMPLA CON 
EL REQUISITO DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 

8. Tesis: I.8o.A.81 A (10a.) CRÉDITO FISCAL. EL DETERMINADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
41, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ANTE EL 
INCUMPLIMIENTO EN LA PRESENTACIÓN DE LAS DECLARACIONES DE CONTRIBUCIONES, 
NO CONSTITUYE UN ACTO PRIVATIVO Y, POR ELLO, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA. 

9. Tesis: 1a. CCCLXXX/2014 (10a.) PLAZO PARA LA EMISIÓN DE RESOLUCIONES FISCALES. LA 
TESIS JURISPRUDENCIAL P./J. 10/2013 (10a.), DEL TRIBUNAL PLENO, ES DE CARÁCTER 
TEMÁTICO. 

 
10. Tesis: 1a. CCCLXXVIII/2014 (10a.) NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. EL ARTÍCULO 139 DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

11. Tesis: 1a. CCCXC/2014 (10a.) PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. SU ALCANCE EN 
RELACIÓN CON LA CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. 

12. Tesis: 1a. CCCLXXXVIII/2014 (10a.) CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LAS NORMAS 
QUE LA PREVÉN NO SE RIGEN POR EL PRINCIPIO DE EQUIDAD ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

13. Tesis: 1a. CCCXCII/2014 (10a.) CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. EL ARTÍCULO 
TERCERO TRANSITORIO, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN 
PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD JURÍDICA. 

 
14. Tesis: 1a. CCCXCI/2014 (10a.) CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. EL ARTÍCULO 

TERCERO TRANSITORIO, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN 
PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013, NO VIOLA EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL EN SU 
VERTIENTE DE PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD JURÍDICA. 
 

15. Tesis: 1a. CCCLXXXIX/2014 (10a.) CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. CONSTITUYE 
UN BENEFICIO OTORGADO VOLUNTARIAMENTE POR EL LEGISLADOR, POR LO QUE NO ES 
EXIGIBLE AL ESTADO DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL PRINCIPIO DE GENERALIDAD 
TRIBUTARIA. 

 
TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
 

1. VII-J-2aS-62. ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE FISCALIZACIÓN DE COMERCIO EXTERIOR. EN 

SU CARÁCTER DE AUTORIDAD ADUANERA, ES COMPETENTE PARA NEGAR EL TRATO 
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ARANCELARIO PREFERENCIAL, EN APLICACIÓN AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE 

AMÉRICA DEL NORTE. 

2. VII-J-1aS-130. AGRAVIOS INOPERANTES POR EXTEMPORÁNEOS.- SON AQUELLOS 
CONCEPTOS DE NULIDAD QUE A PESAR DE HABERSE PODIDO PLANTEAR EN EL ESCRITO 
INICIAL DE DEMANDA, SE HACEN VALER EN EL DE AMPLIACIÓN.  

3. VII-J-2aS-61. COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES. PARA QUE ESTÉ DEBIDAMENTE 
FUNDADA ES INNECESARIO SEÑALAR EL PÁRRAFO APLICABLE DEL ARTÍCULO 16 
CONSTITUCIONAL, ASÍ COMO TRANSCRIBIRLO EN EL CUERPO DEL ACTO DE MOLESTIA, 
EN TANTO QUE DICHO PRECEPTO NO FIJA UN ÁMBITO COMPETENCIAL POR MATERIA, 
GRADO O TERRITORIO.   

4. VII-J-2aS-51. CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL.- NO DEBEN DECLARARSE INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
IMPUGNACIÓN EN LOS CUALES SE PLANTEE QUE EL ACTO IMPUGNADO SE FUNDA EN 
UNA NORMA JURÍDICA QUE VULNERA UN DERECHO HUMANO PREVISTO EN LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS O EN UN TRATADO 
INTERNACIONAL.   

5. VII-J-1aS-124. INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES. CÓMO DEBE COMPUTARSE EL 
PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN.   

6. VII-J-1aS-125. LEY ADUANERA, ARTÍCULO 152. CUÁNDO SE CONSIDERA DEBIDAMENTE 
INTEGRADO EL EXPEDIENTE.   

7. VII-J-2aS-53. RECURSO ADMINISTRATIVO DESECHADO. LA SALA DEBERÁ PRONUNCIARSE 

EN PRIMER LUGAR SOBRE LA PROCEDENCIA O NO DEL RECURSO Y EN CASO POSITIVO 

RESOLVER SOBRE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN CUANTO AL FONDO, SIEMPRE 

Y CUANDO TENGA ELEMENTOS PARA ELLO.   

8. VII-J-1aS-129. RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- DEBE 
DE NOTIFICARSE TANTO AL EXPORTADOR Y/O PRODUCTOR, COMO AL IMPORTADOR DE 
LOS BIENES.  

9. VII-J-SS-167. RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA.- CUANDO EL ACTOR OMITA AMPLIAR SU 

DEMANDA, NO SIEMPRE, PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO.  
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10. VII-J-1aS-126. TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 
LAS REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS.- ES ILEGAL LA 
RESOLUCIÓN DETERMINANTE DE UN CRÉDITO FISCAL SI ESTÁ SUSTENTADA EN UNA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE UN PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN QUE NO 
HA SIDO NOTIFICADA AL IMPORTADOR.  

11. VII-J-2aS-59. TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 

LAS REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS. LAS RESOLUCIONES 

DEFINITIVAS RECAÍDAS A LOS PROCEDIMIENTOS DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN, DEBEN 

SER NOTIFICADAS AL EXPORTADOR O PRODUCTOR Y AL IMPORTADOR PARA QUE 

PUEDAN SURTIR EFECTOS.   

12. VII-J-2aS-63. VALOR EN ADUANA, DE LA MERCANCÍA IMPORTADA. ELEMENTOS PARA SU 
DETERMINACIÓN.   

13. VII-J-2aS-54. VISITADORES FISCALES.- SON AUTORIDADES COMPETENTES QUE EJERCEN 

LAS FACULTADES ESTABLECIDAS DIRECTAMENTE POR EL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN.   

14. VII-P-1aS-1065. ACTA CIRCUNSTANCIADA CON MOTIVO DE LA VERIFICACIÓN DE 

MERCANCÍAS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA EN TRANSPORTE. ATENDIENDO AL 

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ, DEBE LEVANTARSE AL MOMENTO EN QUE SE LLEVE A CABO 

DICHA VERIFICACIÓN.   

15. VII-P-1aS-1044. ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA.- LA FALTA DE PRECISIÓN DE LA PERSONA QUE DEBE PRESENTAR EL 
DICTAMEN EMITIDO DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 144 FRACCIÓN XIV, DE LA LEY 
ADUANERA, NO IMPLICA LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.    

16. VII-P-1aS-1066. ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA TRATÁNDOSE DE MERCANCÍAS POR SUBVALUACIÓN.- NO SE VIOLA EL 
PRINCIPIO DE INMEDIATEZ SI SU LEVANTAMIENTO SE EFECTÚA CON POSTERIORIDAD A 
LA FECHA EN QUE SE EMITE UNA ORDEN DE EMBARGO PRECAUTORIO.  

17. VII-P-2aS-622. ARGUMENTOS DEFENSIVOS FORMULADOS EN LA CONTESTACIÓN DE 
DEMANDA POR UNA AUTORIDAD FEDERAL. DEBEN DE CONSIDERARSE PARA RESOLVER 
EL FONDO DEL ASUNTO, NO OBSTANTE QUE LA AUTORIDAD LOCAL COORDINADA SE 
HUBIESE ALLANADO A LAS PRETENSIONES DE LA ACTORA.   
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18. VII-P-2aS-642. AUTOCORRECCIÓN FISCAL. MEDIANTE ELLA PUEDEN CUMPLIRSE 
REQUISITOS PARA GOZAR DE BENEFICIOS FISCALES.  

19. VII-P-2aS-686. AUTORIDAD ADUANERA. CUENTA CON FACULTADES PARA REALIZAR 

VERIFICACIONES DE ORIGEN, FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL.  

20. VII-P-1aS-1051. AUTORIDADES FISCALES. LA OBLIGACIÓN DE INDICAR EL MEDIO DE 
DEFENSA PROCEDENTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE, DEBE ATENDER A LAS DISPOSICIONES LEGALES 
APLICABLES.   

21. VII-P-1aS-1046. BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE 
TRANSACCIÓN DE LAS MERCANCÍAS.  

22. VII-P-1aS-1058. CERTIFICADO DE ORIGEN. CUANDO EN EL JUICIO ES EXHIBIDO EN IDIOMA 

EXTRANJERO DEBE REABRIRSE LA INSTRUCCIÓN PARA ORDENAR SU TRADUCCIÓN.   

23. VII-P-2aS-680. CERTIFICADOS DE ORIGEN. NO REQUIEREN DE APOSTILLAMIENTO, SI NO 

RESULTA APLICABLE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA A LOS REFERIDOS DOCUMENTOS.   

24. VII-P-SS-228. CHEQUES. CUANDO MEDIANTE ELLOS SE PRETENDAN EXTRAER DEL 

TERRITORIO NACIONAL CANTIDADES SUPERIORES AL EQUIVALENTE A DIEZ MIL DÓLARES 

DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, UTILIZANDO LOS SERVICIOS DE EMPRESAS DE 

MENSAJERÍA, DEBEN MANIFESTARSE A ESTAS EMPRESAS TALES CANTIDADES, CON 

INDEPENDENCIA DE LAS CARACTERÍSTICAS DE DICHOS TÍTULOS.   

25. VII-P-1aS-1078. COMPETENCIA MATERIAL Y TERRITORIAL DE LA AUTORIDAD QUE EMITE LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.   

26. VII-P-2aS-687. CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EXTEMPORÁNEOS.- SON AQUÉLLOS QUE A 
PESAR DE HABERSE PODIDO PLANTEAR EN LA DEMANDA, SE HACEN VALER EN SU 
AMPLIACIÓN.   

27. VII-P-2aS-644. CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN INOPERANTES, POR CONSENTIMIENTO O 

COSA JUZGADA.   

28. VII-P-1aS-1052. CONSULTAS FISCALES. LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD SOLO 

ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
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ADMINISTRATIVA, SI SE DICTÓ UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE SE SUSTENTÓ EN 

AQUELLA.   

29. VII-P-1aS-1040. CONTABILIDAD. ANTE SU DESTRUCCIÓN TOTAL, INUTILIDAD, PÉRDIDA O 
ROBO, CORRESPONDE AL CONTRIBUYENTE SU REPOSICIÓN.   

30. VII-P-2aS-613. FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD. LA SUSPENSIÓN DEL 
PLAZO PARA CONCLUIR LA VISITA DOMICILIARIA O REVISIÓN DE GABINETE O DE 
ESCRITORIO, A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 46-A, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, NO IMPIDE SU EJERCICIO.   

31. VII-P-1aS-1074. FACULTADES DE COMPROBACIÓN EN MATERIA ADUANERA. LA 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 144 FRACCIÓN II EN CORRELACIÓN CON LAS DIVERSAS IV 
Y XIV, DE LA LEY ADUANERA, SE ENCUENTRA SUJETA A OBSERVAR LAS FORMALIDADES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, AL TRATARSE DE UN ACTO DE MOLESTIA.   

32. VII-P-2aS-675. FUNDAMENTACIÓN EXCESIVA DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD. NO IMPLICA 
SU ILEGALIDAD.   

33. VII-P-1aS-1031. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. CUANDO EL ACTA EMITIDA POR EL 
EMBAJADOR DE MÉXICO SIRVIÓ COMO BASE PARA LA NEGATIVA DEL TRATO 
PREFERENCIAL ARANCELARIO, DEBE REPRODUCIRSE EN EL ESCRITO DE HECHOS U 
OMISIONES.   

34. VII-P-2aS-676. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE DOCUMENTOS EN UNA RESOLUCIÓN.   

35. VII-P-2aS-669. INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR AUTORIDADES EXTRANJERAS 
RESPECTO DE LA AUTENTICIDAD DE LOS DOCUMENTOS ANEXOS AL PEDIMENTO DE 
IMPORTACIÓN: CERTIFICADOS DE ORIGEN Y FACTURA. INOPERANCIA DE LOS 
CUESTIONAMIENTOS QUE RESPECTO DE ELLA FORMULA LA ACTORA.   

36. VII-P-1aS-1072. JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ES PROCEDENTE EN CONTRA DE 
LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA AUTORIDAD EN CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA 
EMITIDA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.   

37. VII-P-2aS-647. NEGATIVA DEL TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL. LA RESOLUCIÓN QUE 

LA DECLARA ES ILEGAL CUANDO NO SE ACREDITA DE FORMA FEHACIENTE LA 
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NOTIFICACIÓN AL EXPORTADOR Y/O PRODUCTOR DEL PROCEDIMIENTO DE 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.   

38. VII-P-1aS-1075. NOTIFICACIÓN. DEBE HACERSE RESPECTO A LA FACULTAD DE 
COMPROBACIÓN EJERCIDA POR LA AUTORIDAD ADUANERA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
144 FRACCIÓN II EN CORRELACIÓN CON LAS DIVERSAS IV Y XIV, DE LA LEY ADUANERA, AL 
CONSTITUIR UN ACTO DE MOLESTIA.   

39. VII-P-2aS-666. NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. REQUIERE PARA SU VALIDEZ LA 
CIRCUNSTANCIACIÓN QUE PERMITA IDENTIFICAR QUE SE TRATA DEL CONTRIBUYENTE 
AL QUE SE QUIERE NOTIFICAR LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y QUE SE ACTUALIZA 
ALGUNA DE LAS HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DE NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS.   

40. VII-P-2aS-660. NOTIFICACIONES HECHAS POR CORREO CERTIFICADO CON ACUSE DE 

RECIBO.- REQUISITOS QUE DEBEN REUNIR.   

41. VII-P-2aS-681. ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR 

OBJETO VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO 

SE FUNDAN LAS FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.   

42. VII-P-1aS-1041. PERSONALIDAD DEL TERCERO INTERESADO.- CORRESPONDE 
ACREDITARLA A ESTE, Y NO A LA PARTE ACTORA.   

43. VII-P-2aS-614. PLAZO DE SUSPENSIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 46-A, FRACCIÓN IV, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DEBE COMPUTARSE DE MANERA 
CONSECUTIVA.   

44. VII-P-2aS-663. RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN. ES IMPROCEDENTE CUANDO LA RESOLUCIÓN RECURRIDA ES EMITIDA EN 

CUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA CONFORME AL ARTÍCULO 124, FRACCIÓN II DE DICHO 

CUERPO NORMATIVO.   

45. VII-P-2aS-631. REPRESENTACIÓN DE LAS EMPRESAS EN EL MARCO DEL TRATADO DE 

LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. PARA ACREDITAR SU CUMPLIMIENTO DEBE 

ATENDERSE A LA LEGISLACIÓN DEL PAÍS DE SU CONSTITUCIÓN.   
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46. VII-P-2aS-629. RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS.- ALCANCE DE LO 
PRECEPTUADO EN EL ARTÍCULO 132 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.   

47. VII-P-2aS-633. RESOLUCIONES ILEGALES POR APLICAR PRECEPTOS DECLARADOS 

INCONSTITUCIONALES MEDIANTE JURISPRUDENCIA EXACTAMENTE APLICABLE AL CASO.  

48. VII-P-1aS-1043. SOLICITUD DE INFORMACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 56 FRACCIÓN 

III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE REALIZARLA 

INDEPENDIENTEMENTE DEL EJERCICIO DE FACULTADES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 42 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.   

49. VII-P-2aS-646. SUBVALUACIÓN DE LA MERCANCÍA.- LA INDEBIDA MOTIVACIÓN DE SU 
DETERMINACIÓN, POR NO HABER CONSIDERADO LA CALIDAD, EL PRESTIGIO COMERCIAL, 
LA EXISTENCIA DE UNA MARCA COMERCIAL DE LAS MERCANCÍAS CONSIDERADAS 
SIMILARES, Y EL VALOR DE TRANSACCIÓN MÁS BAJO, TIENE COMO CONSECUENCIA SE 
DECLARE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL, PARA 
EL EFECTO DE QUE SE SUBSANE LA IRREGULARIDAD DEBIDAMENTE FUNDADA Y 
MOTIVADA.   

50. VII-P-2aS-683. SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE 

LA VISITA DOMICILIARIA.- NO SE ACTUALIZA CUANDO EL CONTRIBUYENTE VISITADO 

CONTESTA DE MANERA OPORTUNA LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES O 

DOCUMENTOS QUE LE FORMULA LA AUTORIDAD VISITADORA PARA VERIFICAR EL 

CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FISCALES, AUN SIN PROPORCIONAR LA 

INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN QUE LE FUE REQUERIDA.   

51. VII-P-2aS-684. SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE 
VISITA DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE GABINETE.- NO TERMINA DICHA SUSPENSIÓN 
CUANDO EL CONTRIBUYENTE OMITE CONTESTAR O ATENDER DE MANERA INDUDABLE EL 
REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS QUE LE FORMULA LA 
AUTORIDAD PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FISCALES.   

52. VII-P-2aS-615. SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA CONCLUIR LA VISITA DOMICILIARIA O 
REVISIÓN DE GABINETE O DE ESCRITORIO, A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 46-A, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO SE LEVANTA AL EFECTUAR Y 
NOTIFICAR UN NUEVO REQUERIMIENTO.   
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53. VII-P-2aS-648. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. LA EXCEPCIÓN 

PARA NO PRESENTAR EL CERTIFICADO DE ORIGEN A QUE SE REFIERE EL INCISO C) DEL 

ARTÍCULO 503 DE DICHO INSTRUMENTO, DEBE ACREDITARSE EN EL JUICIO.   

54. VII-P-2aS-670. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. LOS TEXTOS QUE 
PREVÉN LOS ACTOS DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN PUEDEN VÁLIDAMENTE 
ELABORARSE EN CUALQUIERA DE LOS IDIOMAS ESTABLECIDOS EN EL TRATADO.   

55. VII-P-2aS-691. TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
Y LAS REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS. INTERÉS JURÍDICO DEL 
IMPORTADOR PARA CONTROVERTIR LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.   

56. VII-P-1aS-1048. VALORACIÓN ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA 

EXTRANJERA.   

57. VII-P-2aS-634. VEHÍCULOS USADOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. CUANDO DEBE 

DECRETARSE LA NULIDAD POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA 

CLASIFICACIÓN ARANCELARIA, COTIZACIÓN Y AVALÚO EN EL PROCEDIMIENTO 

ADUANERO.   

58. VII-P-2aS-657. VISITA DOMICILIARIA.- CUANDO SE ACTUALICE ALGUNO DE LOS 
SUPUESTOS DE SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA CONCLUIRLA, RESULTA VÁLIDO QUE EL 
VISITADOR ACTUANTE ASÍ LO HAGA CONSTAR EN EL ACTA DE VISITA 
CORRESPONDIENTE.  

59. VII-P-2aS-643. VISITA DOMICILIARIA. EN LA ÚLTIMA ACTA PARCIAL DEBEN DARSE A 
CONOCER AL CONTRIBUYENTE TODOS LOS HECHOS U OMISIONES DETECTADOS 
DURANTE AQUELLA Y QUE PUEDAN ENTRAÑAR INCUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES 
FISCALES.   

60. VII-P-1aS-1037. VISITA DOMICILIARIA. LA ORDEN EMITIDA PARA VERIFICAR LA LEGAL 

PROPIEDAD, POSESIÓN, ESTANCIA, TENENCIA O IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS Y EL 

CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RELATIVAS, DEBE PRECISAR SU ALCANCE 

TEMPORAL.   
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61. VII-P-2aS-626. VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN 

RELATIVA, ES INNECESARIO INVOCAR EN ELLA EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO FISCAL DE 

LA FEDERACIÓN.   

62. VII-P-2aS-627. VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN 

RELATIVA, ES INNECESARIO INVOCAR EN ELLA EL ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO FISCAL DE 

LA FEDERACIÓN.   

63. VII-P-2aS-628. VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN 
RELATIVA, ES INNECESARIO INVOCAR EN ELLA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 17 DEL 
REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.  

64. VII-CASR-8ME-17. RECURSO DE REVOCACIÓN. ES PROCEDENTE CUANDO SE INTERPONE 
FUERA DEL PLAZO LEGAL DE 30 DÍAS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, ÚNICAMENTE SI 
EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA LA AUTORIDAD SEÑALÓ UN PLAZO DISTINTO PARA 
ELLO.  

65. VI-TASR-XLI-17. RELACIÓN JURÍDICO TRIBUTARIA.- NACE ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y EL 
FISCO AL REALIZARSE LOS HECHOS IMPONIBLES MARCADOS EN LA LEY FISCAL Y NO EN 
VIRTUD DE LOS AVISOS QUE AQUELLOS EFECTÚAN DE REALIZARLOS.  

 

Cualquier duda o comentario como siempre quedo a sus ordenes, así como para la recepción de 
sugerencias o retroalimentación que puedan servir para la mejora respecto a dicha herramienta. 

La información que se proporcione, favor de remitirla a los correo de sus servidoras 
carmen.borgonio@claa.org.mx y marcela.herrera@claa.org.mx. 
 
 
A t e n t a m e n t e 
 
Lic. María del Carmen Borgonio Luna  
Gerencia Jurídica Normativa 
CLAA  



TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
Y DELTRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN MATERIA 

DE COMERCIO EXTERIOR DEL MES DE NOVIEMBRE 2014. 

	  

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

JURISPRUDENCIA  
2a./J. 104/2014 (10a.) 

NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS IMPUGNADOS MEDIANTE RECLAMACIÓN EN EL 
TRÁMITE DE LA REVISIÓN FISCAL. SURTE EFECTOS DESDE EL MOMENTO EN QUE SE 
HAYA EFECTUADO A LAS AUTORIDADES.  

Acorde con el artículo 104, fracción III, de la Constitución Federal, los Tribunales Colegiados 
conocerán de los recursos de revisión interpuestos contra las resoluciones definitivas de los 
Tribunales de lo Contencioso Administrativo a que se refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre otras, sólo en los casos 
que señalen las leyes, y las revisiones de las que conozcan los Tribunales Colegiados de 
Circuito se sujetarán a las reglas de los trámites que la Ley de Amparo fija para la revisión en 
amparo indirecto. Así, tratándose de los aspectos relacionados con la notificación de 
resoluciones a partir de la radicación de la revisión fiscal, cobran aplicación analógica los 
artículos 26, fracción II, incisos a) y b), 28, fracción I y 31, fracción I, de la Ley de Amparo, que 
prevén que las notificaciones que se hagan por oficio a las autoridades responsables y a las 
que tengan el carácter de terceras interesadas en su domicilio, surtirán efectos desde el 
momento en que hayan quedado legalmente hechas, de modo que si la revisión fiscal es un 
medio de defensa creado en favor de las autoridades para que a través del titular de la unidad 
correspondiente defiendan un acto emitido con base en las potestades públicas de las que se 
hallan investidas, se concluye que las notificaciones que se les hagan a partir de la radicación 
del recurso deben realizarse por oficio y surten efectos en el momento en que se practican, 
pues así lo establecen las disposiciones de la Ley de Amparo aplicables a las autoridades, 
cualquiera que sea la calidad que les asista, esto es, como responsables o como terceras 
interesadas. En congruencia con lo anterior, si contra los autos de trámite dictados por el 
Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito procede el recurso de reclamación, el cual debe 
interponerse por escrito dentro del término de 3 días siguientes al en que surta efectos la 
notificación de la resolución controvertida, debe estimarse que surte efectos en el momento en 
que se practica.  

Contradicción de tesis 224/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito. 
27 de agosto de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes. 

JURISPRUDENCIA  
2a./J. 119/2014 (10a.) 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE PRETENDEN LA DESAPLICACIÓN 



DE UNA RESTRICCIÓN, PROHIBICIÓN, LIMITACIÓN O EXCEPCIÓN CONSTITUCIONAL, 
CON APOYO EN UNA DISPOSICIÓN DE CARÁCTER CONVENCIONAL.  

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los derechos 
humanos previstos en los tratados internacionales se encuentran al mismo nivel que los 
reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conformando un 
mismo catálogo sin hacer referencia a una cuestión jerárquica; pero que cuando se esté en 
presencia de una restricción, prohibición, limitación o excepción constitucional, prevalece o 
tiene aplicación directa el texto de la Ley Fundamental frente a cualquier norma de carácter 
internacional. En ese tenor, los agravios en los que se pretenda la desaplicación de una 
restricción, prohibición, limitación o excepción constitucional con apoyo en una disposición de 
carácter convencional resultan inoperantes, al tratarse aquéllas de una expresión del 
Constituyente que prevalece, en todo caso y condición, frente a cualquier otra norma derivada, 
con independencia de que ésta tenga el mismo nivel que la Constitución Federal.  
 
Amparo directo en revisión 4267/2013. Ramiro Izcóatl Pérez García. 12 de febrero de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado. 
 
Amparo directo en revisión 161/2014. Armando Campos Calderón. 5 de marzo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales, en relación con 
el criterio contenido en esta tesis; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 

Amparo en revisión 132/2014. Alfonso Gabriel García Lanz. 9 de abril de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales, en relación con 
el criterio contenido en esta tesis; votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

Amparo directo en revisión 595/2014. Saúl Iván Pérez Vertti Tenorio. 9 de abril de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales, en relación con 
el criterio contenido en esta tesis; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

Amparo directo en revisión 1607/2014. José Luis Pazzi Maza. 8 de octubre de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López. 

TESIS AISLADA  
2a. CXIII/2014 (10a.) 

COMERCIO EXTERIOR. LAS CONTRAPRESTACIONES PREVISTAS POR LA REGLA 
1.6.35 DE LAS DE CARÁCTER GENERAL EN ESA MATERIA PARA 2010, NO 
CONSTITUYEN DERECHOS, POR LO QUE LA UTILIZACIÓN DEL CONCEPTO 
“DERECHO DE TRÁMITE ADUANERO” A QUE SE REFIERE EL NUMERAL 49, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS PARA SU CÁLCULO NO AFECTA SU 



REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia P./J. 
124/2006 (*) sostuvo que los ingresos que el Estado recibe por procesamiento electrónico de 
datos y segundo reconocimiento aduanero dentro del rubro “DTA” no tienen la calidad de 
públicos, pues no están comprendidos en la Ley de Ingresos de la Federación relativa, ni 
tienen la calidad de propios aunque no estén descritos en ella, porque el titular no es el 
Gobierno Federal sino las personas privadas que con autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público prestan tales servicios a otros particulares usuarios. Así, la Regla 
1.6.35 de las de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para 2010, publicadas en 
el Diario Oficial de la Federación el 30 de junio de 2010, al disponer que las personas que 
realicen operaciones aduaneras pagarán, en términos del artículo 16 de la Ley Aduanera, las 
contraprestaciones ahí previstas y el derecho de trámite aduanero que se cause por cada 
operación, siendo que las indicadas contraprestaciones, incluyendo el impuesto al valor 
agregado correspondiente a esos servicios, serán del 92% del DTA, calculado conforme al 
artículo 49 de la Ley Federal de Derechos, no constituye un derecho y, por ende, no forma 
parte del sistema de derechos por trámite aduanero, por lo que la utilización en la regla citada 
del concepto “derecho de trámite aduanero” establecido en aquella norma tributaria, para 
calcular la contraprestación por los servicios de procesamiento electrónico de datos y segundo 
reconocimiento aduanero, no afecta la regularidad constitucional de la señalada regla, máxime 
si lo que se reclama es la transgresión a los principios tributarios de equidad y 
proporcionalidad contenidos en el numeral 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los cuales no rigen respecto de las contraprestaciones vinculadas 
con los servicios prestados por particulares. 

Amparo directo en revisión 3816/2013. Chrysler de México, S.A. de C.V. 19 de febrero de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Martha Elba de la Concepción Hurtado Ferrer. 

Amparo directo en revisión 612/2014. Truper Herramientas, S.A. de C.V. 14 de mayo de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda. 
 
Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 124/2006 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, noviembre de 2006, página 
882, con el rubro: “INGRESOS PÚBLICOS FEDERALES. NO TIENEN ESA CALIDAD LOS 
QUE EL ESTADO RECIBE POR PROCESAMIENTO ELECTRÓNICO DE DATOS Y 
SEGUNDO RECONOCIMIENTO ADUANERO, A PESAR DE QUE SE CONTENGAN EN EL 
RUBRO ‘DTA’ DE LOS PEDIMENTOS DE COMERCIO EXTERIOR.” 
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TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL. LA OBLIGACIÓN DE SOPORTAR 
DOCUMENTALMENTE EL ORIGEN DE UN BIEN CUANDO SE SOLICITÓ AQUÉL, SÓLO SE 
ACTUALIZA TRATÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN CONSISTENTE EN LA 
VISITA A LAS INSTALACIONES DE UN EXPORTADOR O PRODUCTOR, PREVISTO EN EL 



ARTÍCULO 506, PUNTO 1, INCISO B), DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA 
DEL NORTE. 
La importación de bienes con trato arancelario preferencial se encuentra regulada en los artículos 
401 y 501 a 506 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte y, específicamente, su 
artículo 506, punto 1, dispone que para determinar si un bien que se importe al territorio de una 
Parte proveniente del territorio de otra califica como originario, puede verificarse el origen mediante 
los siguientes procedimientos: a) cuestionarios escritos dirigidos a los exportadores o a los 
productores en territorio de otra Parte; b) visitas a las instalaciones de un exportador o de un 
productor en territorio de otra Parte, con el propósito de examinar los registros a los que se refiere 
el artículo 505 (a), e inspeccionar las instalaciones que se utilicen en la producción del bien; o, c) 
otros procedimientos que acuerden las Partes. En este contexto, de la interpretación conjunta de 
las disposiciones citadas, se advierte que la obligación de soportar documentalmente el origen de 
un bien sólo se actualiza tratándose del procedimiento de verificación a que se refiere el artículo 
506, punto 1, inciso b), señalado, consistente en la visita a las instalaciones de un exportador o 
productor, mas no así cuando se haya elegido el sistema de cuestionarios escritos, pues dicho 
precepto dispone textualmente que la visita indicada tiene como propósito examinar los registros a 
los que se refiere el artículo 505 (a) del propio tratado, así como inspeccionar las instalaciones que 
se utilicen en la producción del bien, situación que no prevé el diverso inciso a), referente al 
desahogo de cuestionarios escritos, pues no considera requerir el envío de documentos para 
corroborar la veracidad de las respuestas del exportador o productor, con la correlativa obligación 
de éste de anexarlos, además de que el artículo 505 (a) aludido prevé que las partes dispondrán 
que el exportador o productor en su territorio que llene y firme un certificado de origen, deberá 
conservar en su territorio durante un periodo de cinco años después de la fecha de firma del 
certificado o por un plazo mayor que la Parte determine, todos los registros relativos al origen de 
un bien para el cual se solicitó el trato arancelario preferencial, lo que atiende a la finalidad de 
soportar documentalmente el origen de un bien en caso de que se instaure el procedimiento de 
verificación, pero únicamente en la hipótesis de la visita a las instalaciones del exportador o 
productor, por así señalarlo expresamente el propio instrumento internacional. Cabe recordar que 
en términos de los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
para interpretar las disposiciones de un tratado, como regla general, debe, en principio, acudirse al 
sentido literal de las palabras utilizadas por las partes contratantes al redactar el documento final y, 
en todo caso, deberá adoptarse la conclusión que sea lógica con el contexto propio del tratado y 
acorde con el objeto o fin que se tuvo con su celebración. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 731/2013. Ecoval Dairy Trade Incorporated (antes M.E. Franks, Inc.). 14 de agosto 
de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Marco Antonio 
Pérez Meza. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de noviembre de 2014 a las 09:51 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134, FRACCIÓN III, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SI DICHO PRECEPTO SE APLICA 



SUPLETORIAMENTE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, LA 
AUTORIDAD, PREVIO A ORDENARLA, DEBE INVESTIGAR EL DOMICILIO DE LA PERSONA 
A QUIEN SE DIRIGE, AGOTANDO LOS MEDIOS QUE TENGA A SU ALCANCE Y QUE 
RESULTEN CONDUCENTES PARA LOGRAR DICHO FIN (INTERPRETACIÓN CONFORME 
CON LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO). 
El artículo 134, fracción III, del Código Fiscal de la Federación establece que las notificaciones de 
los actos administrativos se efectuarán por estrados, entre otros supuestos, cuando se ignore el 
domicilio de la persona a quien deba notificarse o de su representante, disposición que se aplica 
supletoriamente al procedimiento administrativo en materia aduanera. Ahora bien, la interpretación 
conforme de dicho precepto en el aludido proceso, esto es, favoreciendo a las personas en su 
protección más amplia como lo ordena el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, conlleva dotar de contenido jurídico a la palabra "ignorar", cuya esencia radica 
en no saber algo o carecer de noticia cierta de alguna circunstancia. En tales condiciones, la 
interpretación conforme y en sentido amplio de la citada porción normativa implica que, previo a 
que opere la notificación por estrados, la autoridad debe investigar el domicilio de la persona a 
quien se dirige, agotando todos los medios que tenga a su alcance y que resulten conducentes 
para lograr dicho fin, como sería solicitar informes a un número razonable de entidades públicas y 
privadas que cuenten con bases de datos nominales y domiciliarios. Se colige así, pues la sola 
afirmación de la autoridad en el sentido de que se ignora el domicilio del particular para ordenar la 
notificación por estrados, sin antes agotar los medios que tenga a su alcance para averiguarlo, 
sería contraria a los derechos fundamentales de audiencia y de debido proceso, por lo que la 
intelección de esa porción normativa, en tanto regula la forma en que deben practicarse las 
notificaciones, conduce a estimar imprescindible la investigación de su domicilio a fin de notificarle 
el acto administrativo y sólo agotada sin éxito se podrá ordenar la notificación por estrados al 
concluir que aquél se ignora. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 265/2014. Feliciano Laureano Magil. 31 de julio de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de noviembre de 2014 a las 09:51 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 

Tesis: II.3o.A.1 A (10a.) Semanario Judicial de la 
Federación 2007896        15 de 58 

Tribunales Colegiados de Circuito Publicación: viernes 07 de 
noviembre de 2014 09:51 h Tesis Aislada (Administrativa) 

 
NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. CUANDO SE ENTIENDE CON UN TERCERO, EN EL 
CITATORIO PREVIO Y EN EL ACTA RELATIVA DEBEN ASENTARSE LOS PORMENORES 
QUE DEN PRECISIÓN Y CLARIDAD RESPECTO AL VÍNCULO QUE UNE A AQUÉL CON EL 
CONTRIBUYENTE Y ESPECIFICAR LAS RAZONES QUE ASEGUREN QUE NO SE 
ENCUENTRA EN EL DOMICILIO POR CIRCUNSTANCIAS ACCIDENTALES, ASÍ COMO 
SUSTENTAR LA UBICACIÓN DE ÉSTE CON ELEMENTOS OBJETIVOS Y 
RAZONABLEMENTE IDENTIFICABLES. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 82/2009, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio 
de 2009, página 404, de rubro: "NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR 
DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR 
NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA 



DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE CON UN TERCERO.", estableció, esencialmente, que si 
una diligencia de notificación personal practicada en términos del artículo 137 del Código Fiscal de 
la Federación se entiende con un tercero, debe levantarse razón circunstanciada que arroje plena 
convicción de su práctica en la realidad y con apego a las formalidades previstas por la norma. Por 
tanto, en el citatorio previo y en el acta de notificación, el funcionario debe asentar los pormenores 
que den precisión y claridad respecto al vínculo que une a la persona que atiende la diligencia con 
el contribuyente y especificar las razones que aseguren que no se encuentra en el domicilio por 
circunstancias accidentales, así como sustentar la ubicación de éste con elementos objetivos y 
razonablemente identificables, pues sólo así puede existir certeza de que se llevó a cabo en el sitio 
correcto. Consecuentemente, es insuficiente que en dichas actuaciones se asiente sólo que quien 
atendió al notificador manifestó, por ejemplo, tener una relación laboral con el interesado, sin 
cerciorarse de ello con elementos probatorios que lo acreditaran, o señalar que el lugar de la 
diligencia coincide con el que consta en los archivos o registros que la autoridad legalmente tiene a 
su cargo, porque este elemento no es óptimo para sustentar la validez de un dato descriptivo del 
sitio en que se verificó el acto. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 722/2010. César Romero García. 6 de octubre de 2011. Mayoría de votos. 
Disidente: Salvador González Baltierra. Ponente: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Secretario: 
Enrique Orozco Moles. 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 132/2014, de la que 
derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 85/2014 (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIÓN 
PERSONAL EN MATERIA FISCAL. PARA CIRCUNSTANCIAR EL ACTA DE LA DILIGENCIA 
ENTENDIDA CON UN TERCERO, ES INNECESARIO QUE EL NOTIFICADOR RECABE 
DOCUMENTOS O ELEMENTOS INDUBITABLES QUE DEMUESTREN EL NEXO QUE ADUCE 
TENER CON EL CONTRIBUYENTE." 
Por ejecutoria del 1 de julio de 2014, el Pleno del Segundo Circuito declaró inexistente la 
contradicción de tesis 2/2014 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en 
esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva. 
Esta tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
VI, Tomo 2, marzo de 2012, página 1265, se cancela por instrucciones del propio Tribunal 
Colegiado de Circuito, al contener un criterio distinto al sostenido por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 82/2009, difundida en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 404, con el rubro: 
"NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS 
DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL 
REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE 
CON UN TERCERO." 

 
 
Esta tesis se republicó el viernes 07 de noviembre de 2014 a las 09:51 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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VISITA DOMICILIARIA. SU ÚLTIMA ACTA PARCIAL TIENE NATURALEZA DIVERSA DE LA 
DEL OFICIO DE OBSERVACIONES DERIVADO DE LA REVISIÓN DE ESCRITORIO O 



GABINETE, POR LO QUE ES INNECESARIO QUE CUMPLA CON EL REQUISITO DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 
Atento a la naturaleza de los actos que las autoridades fiscales pueden emitir durante el 
cumplimiento de sus facultades de comprobación, el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos impone a éstas el deber de cumplir con las garantías de 
fundamentación y motivación en aquellos actos que restringen provisional o cautelarmente un 
derecho o en los que éste se menoscaba o suprime definitivamente, contrario a lo que ocurre en 
los que no trascienden la esfera jurídica del gobernado. Así, el oficio de observaciones derivado de 
la revisión de escritorio o gabinete prevista en el numeral 48 del Código Fiscal de la Federación, al 
vincular al contribuyente o responsable solidario a desvirtuar los hechos asentados en él, o bien, a 
corregir totalmente su situación fiscal, a efecto de que la autoridad no los tenga por consentidos y 
no emita la resolución en que determine créditos fiscales a su cargo, causa una afectación en la 
esfera jurídica de aquél y, por tanto, en su emisión se debe cumplir con el requisito de 
fundamentación y motivación. En cambio, de conformidad con la tesis aislada 2a. CLVI/2000, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, 
diciembre de 2000, página 440, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA GARANTÍA 
RELATIVA NO ES EXIGIBLE, GENERALMENTE, RESPECTO DE LAS ACTAS DE VISITA 
DOMICILIARIA.", las actas de visita domiciliaria, dados su naturaleza y objeto, al no trascender a la 
esfera jurídica del gobernado, no requieren satisfacer esa exigencia constitucional, sino que, 
exclusivamente, deben contar con una exhaustiva circunstanciación, ya que son el reflejo de los 
actos ejecutados durante el desarrollo de una visita domiciliaria que, en su caso, servirá como 
sustento a la resolución liquidadora. Por tanto, es innecesario que en la última acta parcial se citen 
los preceptos legales que la apoyan y se expresen los razonamientos jurídicos por los cuales se 
considera que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa, pues no entraña un acto de 
molestia que constriña al contribuyente a desvirtuar los hechos y omisiones observados por los 
verificadores, ya que lo asentado en aquélla será analizado por la autoridad fiscalizadora antes de 
la emisión de la resolución que determine un crédito fiscal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 74/2014. 
Administradora Local Jurídica de Celaya, en suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria. 10 de julio de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas 
Caballero. Secretario: Jorge Alberto Rodríguez Vázquez. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 76/2014. 
Administradora Local Jurídica de Celaya, unidad administrativa encarga de la defensa jurídica del 
Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la 
Administración Local de Auditoría Fiscal de Celaya. 7 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ramón Lozano Bernal, secretario de tribunal autorizado en términos del artículo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretario: Nelson Jacobo Mireles Hernández. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 96/2014. 
Administradora Local Jurídica de Celaya, unidad administrativa encargada de la defensa jurídica 
del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y 
de la Administradora Local Jurídica de Querétaro. 14 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ramón Lozano Bernal, secretario de tribunal autorizado en términos del artículo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretario: Javier Cruz Vázquez. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 97/2014. 
Administradora Local Jurídica de Celaya, en suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria. 21 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto 
Rojas Caballero. Secretario: Luis Alfonso Guzmán de la Peña. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 100/2014. 
Administradora Local Jurídica de Celaya, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, de la Administración Local de Auditoría Fiscal de Irapuato, y en suplencia por ausencia del 



Jefe del Servicio de Administración Tributaria. 28 de agosto de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: Luis Alfonso Guzmán de la Peña. 

 
Ejecutorias 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 100/2014.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de noviembre de 2014 a las 09:51 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
noviembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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CRÉDITO FISCAL. EL DETERMINADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ANTE EL 
INCUMPLIMIENTO EN LA PRESENTACIÓN DE LAS DECLARACIONES DE 
CONTRIBUCIONES, NO CONSTITUYE UN ACTO PRIVATIVO Y, POR ELLO, NO 
TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
En términos del artículo 41, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, cuando una persona 
obligada a presentar su declaración de impuestos no lo haga dentro de los plazos legalmente 
establecidos, la autoridad la requerirá hasta en tres ocasiones para que la presente y, conforme a 
la fracción II, párrafo segundo, del propio precepto, si a pesar de ello no cumple con su obligación y 
la autoridad hacendaria conoce fehacientemente la cantidad a la que le es aplicable la tasa 
respectiva, hará efectiva una cantidad igual a la contribución que le correspondía determinar, sin 
que ello la libere de presentar la declaración omitida, ni que la cantidad establecida sea definitiva, 
ya que puede ser menor o mayor, lo que sólo podrá conocerse una vez que el contribuyente 
cumpla y determine la situación fiscal del ejercicio de que se trate; caso en el cual podrá 
compensar la diferencia o disminuir el importe que tenga que pagar y, en su caso, cubrir la 
diferencia. De lo anterior se advierte que el procedimiento indicado no tiene como finalidad 
inspeccionar, verificar, determinar o liquidar la situación fiscal de los contribuyentes, sino que 
busca obligarlos a que cumplan con la presentación de las declaraciones de impuestos, por lo que 
su objeto es de gestión tributaria. En consecuencia, el crédito fiscal determinado en términos de la 
fracción II, párrafo segundo, aludida, es de carácter provisional, por lo que no constituye un acto 
privativo y, por ello, no transgrede el derecho de audiencia previa. No es obstáculo a ese carácter 
provisional, el hecho de que la cantidad determinada pueda hacerse efectiva a través del 
procedimiento administrativo de ejecución, pues en atención a la finalidad perseguida, el legislador 
lo estableció como medida de presión para superar la resistencia de los contribuyentes a cumplirla, 
la que, atento al procedimiento regulado, es razonable y proporcional. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 109/2014. Iván René Calderón García. 19 de junio de 2014. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Guadalupe Saucedo Zavala. Secretario: Mario Moisés Silva Islas. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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PLAZO PARA LA EMISIÓN DE RESOLUCIONES FISCALES. LA TESIS JURISPRUDENCIAL 
P./J. 10/2013 (10a.), DEL TRIBUNAL PLENO, ES DE CARÁCTER TEMÁTICO. 
Dicho criterio(*) contiene un razonamiento que no es exclusivamente aplicable al procedimiento a 
que se refieren los artículos 52 del Código Tributario Federal y 58 de su Reglamento, sino que 
aplica a todos los procedimientos de naturaleza similar o análoga, pues de éste se desprende una 
regla general que será válida frente a todos los preceptos que establezcan el mismo supuesto 
normativo, a saber: no son inconstitucionales las normas que señalen procedimientos conforme a 
los cuales las autoridades fiscales determinen impuestos o impongan sanciones por infracciones a 
las disposiciones fiscales, en el supuesto de que dichas normas no establezcan un plazo para la 
emisión de la resolución con la que se culminen, porque en este caso debe estarse a lo previsto 
para la figura de la caducidad en el artículo 67 del Código Fiscal de la Federación, el cual ordena 
que las facultades de las autoridades fiscales para determinar y sancionar las omisiones de los 
contribuyentes, se extinguen en el plazo de cinco años. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1246/2014. Ajemex, S.A. de C.V. 4 de junio de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quién reservó su derecho para 
formular voto aclaratorio, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas formularon voto aclaratorio. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 

 
Nota: (*) La tesis jurisprudencial P./J. 10/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 
6, con el rubro: "CONTADOR PÚBLICO REGISTRADO PARA DICTAMINAR ESTADOS 
FINANCIEROS. LOS ARTÍCULOS 52, PÁRRAFO ANTEPENÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN Y 58 DE SU REGLAMENTO, VIGENTES HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2011 Y EL 7 DE DICIEMBRE DE 2009, RESPECTIVAMENTE, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA." 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. EL ARTÍCULO 139 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
De los artículos 134 y 137 del código citado deriva que la notificación por estrados procede en los 
casos en que previamente se realizó una búsqueda personal, es decir: a) cuando la persona a 
quien deba notificarse no sea localizable en el domicilio que haya señalado para efectos del 
registro federal de contribuyentes; b) desaparezca o se oponga a la diligencia de notificación; o, c) 
se coloque en el supuesto previsto en el numeral 110, fracción V, del código referido (desocupe el 
lugar de su domicilio fiscal sin presentar el aviso correspondiente). Por su parte, el artículo 139 de 
dicho ordenamiento prevé que las notificaciones por estrados se realizarán fijando durante 15 días 
el documento que se pretenda notificar en un sitio abierto al público de las oficinas de la autoridad 
que efectúe la notificación o publicando, además, el documento citado, durante el mismo plazo, en 



la página electrónica que al efecto establezcan las autoridades fiscales. Ahora bien, el hecho de 
que este último precepto no especifique la página electrónica en la que se publicará el documento 
emitido por la autoridad hacendaria, no implica una transgresión al principio de seguridad jurídica 
contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el 
legislador no está obligado a especificar en la ley cuál es la página electrónica en la que se 
publicará el documento emitido por la autoridad hacendaria, es decir, no es necesario que la norma 
indique que la página es www.sat.gob.mx, o cualquier otra, sino que tal principio se ve colmado en 
la medida en la que el gobernado sabe cómo debe ser el procedimiento, ante quién se lleva a 
cabo, los plazos, el actuar de la autoridad y las consecuencias que pueden surgir del mismo. Lo 
anterior es así, en virtud de que la notificación por estrados tiene como presupuesto fundamental la 
circunstancia de que se intentó notificar personalmente el acto de autoridad, pero el notificador 
estuvo imposibilitado para hacerlo por actualizarse alguna de las hipótesis previstas en el artículo 
134, fracción III, del ordenamiento legal citado, esto es, por circunstancias imputables al propio 
contribuyente y no a la autoridad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 633/2013. María Santos Rosales Alvarado. 12 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LA 
CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
811/2008, del que derivó la tesis aislada 1a. IX/2009 (*), estableció que el principio de generalidad 
tributaria se encuentra asociado a la igualdad en la imposición, y constituye un límite constitucional 
a la libertad de configuración del sistema tributario, el cual se traduce en un mandato dirigido al 
legislador para que, al tipificar los hechos imponibles de los distintos tributos, alcance todas las 
manifestaciones de capacidad económica, buscando la riqueza donde se encuentre. Así, el 
principio de generalidad tributaria en sentido negativo, obliga a enfatizar la proscripción de la 
condonación no razonable a los dotados de capacidad contributiva; de ahí que las condonaciones -
y, en general, las formas de liberación de la obligación- deben reducirse a un mínimo, si no 
abiertamente evitarse y, en todo caso, justificarse razonablemente en el marco constitucional, es 
decir, cuando se introducen deben seguirse bases objetivas, de forma tal que los medios utilizados 
resulten razonables en proporción con los fines perseguidos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 282/2014. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 27 de agosto de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel 
Martínez Estrada. 

 



Nota: (*) La tesis aislada 1a. IX/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, enero de 2009, página 552, con el rubro: 
"GENERALIDAD TRIBUTARIA. NATURALEZA JURÍDICA Y ALCANCES DE ESE PRINCIPIO." 
 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. LAS NORMAS QUE LA PREVÉN NO SE RIGEN 
POR EL PRINCIPIO DE EQUIDAD ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
2199/2009, del que derivó la tesis 1a. CVII/2010,(1) estableció que los beneficios otorgados por 
razones no estructurales de la contribución son producto de una sanción positiva prevista por una 
norma típicamente promocional, y pueden suscribirse entre los denominados "gastos fiscales", es 
decir, los originados por la extinción o disminución de tributos, traducidos en la no obtención de un 
ingreso público como consecuencia de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de la 
política económica o social adoptada en una época determinada. Así, este tipo de beneficios, como 
la condonación de deudas tributarias, puede equipararse o sustituirse por subvenciones públicas, 
pues tienen por objeto prioritario plasmar criterios de política fiscal en cuanto a la recaudación de 
tributos, justificados en razones de interés público. De ahí que la condonación importa un beneficio 
cuyo establecimiento no obedece a una exigencia constitucional de justicia tributaria, si se toma en 
cuenta que su establecimiento se da con una intención promocional en cumplimiento a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al precisar que el Estado planeará, 
conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará a cabo la regulación y 
el fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de libertades que otorga 
la propia Constitución. Por consiguiente, al no ser la condonación un ajuste a la estructura, al 
diseño o al monto de un impuesto, sino la acción unilateral del Estado que, como instrumento de 
índole excepcional, se emplea para no hacer efectiva la deuda fiscal al renunciarse al pago de la 
obligación pecuniaria del contribuyente, es inconcuso que las normas que la establecen no tienen 
que juzgarse conforme al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, pues su otorgamiento 
no obedece a razones de justicia tributaria, ni al ajuste que corresponde para que el gravamen se 
determine conforme a la capacidad contributiva que dio lugar al establecimiento del tributo. Sin 
embargo, lo anterior no implica que las normas que establezcan condonaciones escapen al control 
de la constitucionalidad, ya que la delimitación de quiénes pueden contar con tal beneficio y su 
implementación, excluyendo o incluyendo a determinados sectores o personas, desde luego puede 
analizarse desde el ámbito más amplio que corresponde a la garantía general de igualdad, y no a 
la de equidad tributaria, como lo sostuvo esta Primera Sala en la jurisprudencia 1a./J. 97/2006.(2) 
 
PRIMERA SALA 
Amparo en revisión 282/2014. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 27 de agosto de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel 
Martínez Estrada. 

 



1. Nota: La tesis aislada 1a. CVII/2010 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, septiembre de 2010, página 177, con el 
rubro: "CONCEPTOS ACREDITABLES CONTRA IMPUESTOS FEDERALES. SI SU 
ESTABLECIMIENTO ES OTORGADO A TÍTULO DE BENEFICIO, LES RESULTA APLICABLE LA 
GARANTÍA GENERAL DE IGUALDAD." 
 
2. Nota: La tesis jurisprudencial 1a./J. 97/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, página 231, con el 
rubro: "EQUIDAD TRIBUTARIA. CUANDO SE RECLAMA LA EXISTENCIA DE UN TRATO 
DIFERENCIADO RESPECTO DE DISPOSICIONES LEGALES QUE NO CORRESPONDEN AL 
ÁMBITO ESPECÍFICO DE APLICACIÓN DE AQUEL PRINCIPIO, LOS ARGUMENTOS 
RELATIVOS DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LA GARANTÍA DE IGUALDAD." 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2013, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD JURÍDICA. 
El trato diferenciado establecido por el legislador en el precepto y fracción citados, al prever que no 
se podrán condonar créditos fiscales pagados y en ningún caso dicha condonación dará lugar a 
devolución, compensación, acreditamiento o saldo a favor alguno, no viola el principio de igualdad 
jurídica contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en virtud de que ese trato obedece a una situación objetiva, consistente en que para quienes no 
pagaron sus créditos la deuda fiscal todavía puede cobrarse jurídica y materialmente, en tanto que 
para los que sí lo hicieron no se presenta, al extinguirse el crédito fiscal con el pago, por lo que 
esos contribuyentes se encuentran en una situación diversa; máxime que existe la proscripción de 
la condonación no razonable a los dotados de capacidad contributiva -principio de generalidad en 
sentido negativo-, no justificándose, por ende, en el marco constitucional el condonar créditos 
fiscales pagados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 282/2014. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 27 de agosto de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel 
Martínez Estrada. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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09:20 h 
 
CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2013, NO VIOLA EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL EN SU VERTIENTE DE 
PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD JURÍDICA. 
Los particulares no resienten la privación de un derecho, ni puede afirmarse que exista una 
intromisión en su esfera jurídica calificable de invasión a un derecho fundamental, en el caso, el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de los principios 
de proporcionalidad y razonabilidad jurídica, al establecerse en el artículo tercero transitorio, 
fracción IV, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2013, que no se 
podrán condonar créditos fiscales pagados. Lo anterior es así, en virtud de que bastará que el 
legislador justifique por qué otorga la condonación para determinados casos, sin que pueda 
obligársele a precisar las razones por las que no lo hizo en los restantes, ya que las personas que 
no gozan de la condonación otorgada por el Congreso de la Unión no están pagando una 
obligación fiscal excesiva o desajustada en relación con la capacidad contributiva que legitima la 
imposición del gravamen, y que sirve de medida para su determinación en cantidad líquida. Ello, en 
virtud de que no es que la condonación impugnada de la que algunos no están disfrutando, fuera el 
vehículo para que su obligación tributaria se ajustara al monto que constitucionalmente debería 
corresponderle, sino que simplemente se trata de una medida que extingue la deuda fiscal firme y 
líquida, en atención a las finalidades que el legislador federal estimó pertinentes con apoyo en los 
principios derivados de los artículos 25 y 73, fracciones VII y XXX, de la Constitución Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 282/2014. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 27 de agosto de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel 
Martínez Estrada. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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CONDONACIÓN DE DEUDAS TRIBUTARIAS. CONSTITUYE UN BENEFICIO OTORGADO 
VOLUNTARIAMENTE POR EL LEGISLADOR, POR LO QUE NO ES EXIGIBLE AL ESTADO 
DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el Estado tiene 
a su cargo la rectoría económica y el desarrollo nacional, el cual deberá ser integral y sustentable, 
y que uno de los instrumentos de política financiera, económica y social lo constituyen las 
disposiciones que plasman la política fiscal en una época determinada, las cuales podrán hacerse 
patentes en cualquiera de los elementos del diseño impositivo, o bien, en la extinción de la 
obligación tributaria; en este último supuesto se tiene el establecimiento de beneficios como la 
condonación, la cual implica el perdón o la remisión de una deuda, esto es, una renuncia al cobro 
por parte del acreedor. Ahora bien, dicha figura se identifica como un beneficio fiscal concedido por 
el Estado a través de un acto voluntario, esencialmente unilateral, excepcional y discrecional, por 
virtud del cual se exime al deudor del pago de la carga tributaria, lo que necesariamente debe 
responder a criterios de conveniencia o política económica, conforme a los artículos 25 y 73, 



fracciones VII y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De ahí que no 
sea dable exigir su establecimiento coactivamente por los sujetos pasivos de la carga tributaria 
pues, por regla general, responde a cuestiones de política fiscal; en otras palabras, los 
contribuyentes no tienen un derecho a recibir condonaciones, en razón del lugar que la 
Constitución otorga al principio de generalidad tributaria. Lo anterior obliga a enfatizar que no 
existe un derecho constitucionalmente tutelado a la condonación, en tanto que todos están 
obligados a contribuir al sostenimiento del gasto público. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 282/2014. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 27 de agosto de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel 
Martínez Estrada. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 

 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA. 

COMERCIO EXTERIOR 

VII-J-2aS-62 

ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE FISCALIZACIÓN DE COMERCIO EXTERIOR. EN SU 

CARÁCTER DE AUTORIDAD ADUANERA, ES COMPETENTE PARA NEGAR EL TRATO 

ARANCELARIO PREFERENCIAL, EN APLICACIÓN AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE 

AMÉRICA DEL NORTE.- Conforme a la normatividad doméstica la Administración de que se trata, 

tiene el carácter de autoridad aduanera, por lo que cuenta con facultades para aplicar las 

disposiciones de los tratados internacionales de los que México sea Parte como lo es, el Tratado 

de Libre Comercio de América del Norte, como se establece, entre otros, en la fracción XXV del 

artículo 144 de la Ley Aduanera. Así, de acuerdo a lo previsto en el artículo 506 (1)(a) del referido 

Tratado Comercial, en relación con las Reglas 39, 47 y 48 de las Reglamentaciones Uniformes de 

septiembre de 1995, de dicho pacto internacional, se tiene que la Administración Central de 

Fiscalización de Comercio Exterior, es competente para verificar si un bien importado a territorio 

nacional califica como originario, aplicando cualquiera de los procedimientos de verificación 

regulados en el artículo 506 en cita, como lo es a través de cuestionarios escritos, dirigidos, al 



exportador y/o productor del bien en el territorio de otra Parte, por lo que si una vez notificado el 

cuestionario y el cuestionario subsecuente, en los términos establecidos en el supracitado 

ordenamiento internacional, no se da respuesta a los mismos, en los plazos establecidos en la 

misma norma, la autoridad aduanera, se encuentra facultada para determinar la improcedencia del 

trato arancelario preferencial, sin necesidad de que califique previamente o durante cualquiera de 

los actos emitidos dentro del referido procedimiento de verificación, la invalidez del certificado de 

origen, al no existir norma doméstica alguna ni en el tratado de libre comercio, que así lo 

establezca. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/18/2014) 

PRECEDENTES: 

VII-P-2aS-335 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 22289/11-17-09-6/1415/12-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 5 de febrero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de marzo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 280 

VII-P-2aS-454 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5589/11-07-01-2/1228/12-S2-07-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 15 de octubre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 

Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 15 de octubre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 667 

VII-P-2aS-455 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1684/12-07-03-5/1694/12-S2-07-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 12 de noviembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 

Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Gerardo Elizondo Polanco. 

(Tesis aprobada en sesión de 12 de noviembre de 2013) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 667 

VII-P-2aS-556 

Juicio Contencioso Administrativo. Núm. 9752/12-17-09-2/399/14-S2-07-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 8 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 

Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José de Jesús González López. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 256 

VII-P-2aS-557 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 26065/12-17-02-7/266/14-S2-08-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 27 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 

Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 

(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 256 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión celebrada el treinta de octubre de dos mil catorce.- Firman el Magistrado 

Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, Secretario 

Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 77 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-J-1aS-130 

AGRAVIOS INOPERANTES POR EXTEMPORÁNEOS.- SON AQUELLOS CONCEPTOS DE 
NULIDAD QUE A PESAR DE HABERSE PODIDO PLANTEAR EN EL ESCRITO INICIAL DE 
DEMANDA, SE HACEN VALER EN EL DE AMPLIACIÓN.- De conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 210 del Código Fiscal de la Federación, la ampliación de la demanda procede: a) 
Cuando se impugne una negativa ficta; b) Contra el acto principal del que derive el impugnado en 
la demanda, así como su notificación, cuando se le den a conocer en la contestación; c) Cuando el 



actor manifiesta no conocer el acto impugnado y es dado a conocer mediante la contestación de 
demanda; y, d) Cuando en la contestación se introducen cuestiones no conocidas por el actor. En 
conclusión la ampliación de la demanda procede contra todos aquellos actos que son 
desconocidos por el actor y que les son dados a conocer a través o con motivo de la contestación 
de la demanda; por lo cual, en una ampliación de demanda, sólo se pueden hacer valer como 
conceptos de anulación, los argumentos tendientes a controvertir cuestiones dadas a conocer por 
esa contestación; por lo que, si la actora controvierte actos que ya conocía, como es la orden de 
visita de la que deriva la resolución impugnada y la falta de fundamentación de esta última, a 
través de una ampliación de demanda, los argumentos son inoperantes por extemporáneos. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-45/2014) 

PRECEDENTES: 
 
V-P-1aS-117 
Juicio No. 3771/00-11-05-8/473/01-S1-04-04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de septiembre de 2001, 
por unanimidad de 5 votos.- Magistrado Ponente: Jorge Alberto García Cáceres.- Secretario: Lic. 
César Edgar Sánchez Vázquez. 

(Tesis aprobada en sesión de 27 de septiembre de 2001) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año II. No. 24. Diciembre 2002. p. 66 

VII-P-1aS-770 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19998/12-17-02-10/1306/13-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 15 de octubre de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 

(Tesis aprobada en sesión de 15 de octubre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 29. Diciembre 2013. p. 289 

VII-P-1aS-985 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1200/13-04-01-2/891/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 14 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Yanet Sandoval Carrillo. 

(Tesis aprobada en sesión de 14 de agosto de 2014) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 185 

VII-P-1aS-1028 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 17317/12-17-09-12/897/13-S1-05-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 20 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Hortensia García Salgado. 

(Tesis aprobada en sesión de 20 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 369 

VII-P-1aS-1029 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13/1704-12-01-02-02-OT/1451/14-S1-03-04.- Resuelto por 
la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de noviembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Jorge Carpio Solís. 

(Tesis aprobada en sesión de 11 de noviembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 369 

Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el trece de noviembre de dos mil catorce.- Firman la 
Magistrada Nora Elizabeth Urby Genel, Presidenta de la Primera Sección del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, Secretaria 
Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 36 

 

GENERAL 
VII-J-2aS-61 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES. PARA QUE ESTÉ DEBIDAMENTE FUNDADA ES 
INNECESARIO SEÑALAR EL PÁRRAFO APLICABLE DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL, 
ASÍ COMO TRANSCRIBIRLO EN EL CUERPO DEL ACTO DE MOLESTIA, EN TANTO QUE 
DICHO PRECEPTO NO FIJA UN ÁMBITO COMPETENCIAL POR MATERIA, GRADO O 
TERRITORIO.- De conformidad con lo determinado por la Segunda Sala de nuestro Máximo 
Tribunal, en la jurisprudencia 2a./J. 115/2005, para estimar debidamente fundada y motivada la 
competencia de una autoridad al emitir un acto de molestia, debe citarse el precepto legal que le 
otorgue la atribución ejercida, precisándose el apartado, fracción, inciso o subinciso específico en 



que esté prevista tal atribución; señalándose además, que, tratándose de aquellas normas que por 
su estructura se consideren complejas, la obligación de la autoridad se extenderá a la transcripción 
del párrafo que contenga la facultad en comento. Empero, dicha exigencia no puede entenderse 
referida al caso en que las autoridades señalan como fundamento de su actuación el artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que conforme a la teoría 
constitucional, dicho numeral no es una disposición que fije un ámbito de competencia material, por 
grado o territorio de una autoridad; ya que lo que dicho precepto prevé, es una serie de derechos 
fundamentales de las personas, los cuales irrestrictamente deben ser respetados por cualquier 
autoridad, no pudiendo ser considerado en consecuencia, como una norma de fijación de 
competencia para la autoridad fiscalizadora, o para cualquier otra autoridad, ya que se insiste, se 
trata de una disposición que prevé el mandato del constituyente a las autoridades constituidas del 
Estado Mexicano, para que el gobernado solo pueda ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, en aquellos supuestos expresamente previstos por las 
disposiciones legales, y por aquellas autoridades que, conforme al mismo orden normativo, sean 
competentes para ello, las cuales deberán fundar y motivar el motivo de su actuación. De suerte 
que, no es un requisito de validez del acto administrativo el que la autoridad emisora señale el 
párrafo exactamente aplicable del numeral en comento, ni que se transcriba este dentro del acto de 
molestia, ya que al fundamentar su actuación en dicho precepto, debe entenderse que la autoridad 
únicamente hace patente la observancia del principio general de legalidad contenido en este. 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/17/2014) 

PRECEDENTES: 
 
VII-P-2aS-141 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3650/10-07-03-3/908/11-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 20 de marzo de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 
Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 

(Tesis aprobada en sesión de 17 de mayo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 11. Junio 2012. p. 270 

VII-P-2aS-281 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1214/10-18-01-9/810/12-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 29 de noviembre de 2012, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente:  

Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretario: Lic. Juan Manuel Ángel Sánchez. 

(Tesis aprobada en sesión de 29 de noviembre de 2012) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 19. Febrero 2013. p. 487 

VII-P-2aS-399 
Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1916/09-01-02-6/524/11-
S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 3 de septiembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Alin Paulina Gutiérrez Verdeja. 

(Tesis aprobada en sesión de 3 de septiembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 30. Enero 2014. p. 93 

VII-P-2aS-513 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 565/10-14-01-4/16/13-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
18 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martín 
Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de marzo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 388 

VII-P-2aS-554 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 446/12-16-01-6/AC1/889/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 8 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 
Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Alin Paulina Gutiérrez Verdeja. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 250 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el treinta de octubre de dos mil catorce.- Firman el Magistrado 
Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, Secretario 
Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 73 

 



GENERAL 
VII-J-2aS-51 

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL.- NO DEBEN DECLARARSE INOPERANTES LOS CONCEPTOS 
DE IMPUGNACIÓN EN LOS CUALES SE PLANTEE QUE EL ACTO IMPUGNADO SE FUNDA 
EN UNA NORMA JURÍDICA QUE VULNERA UN DERECHO HUMANO PREVISTO EN LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS O EN UN TRATADO 
INTERNACIONAL.- En términos de las jurisprudencias P./J. 73/99 y P./J. 74/99 emitidas por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo X, agosto de 1999, páginas 5 y 18, registros ius 
193558 y 193435, cuyos rubros son "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES 
ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO 
DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 
133 DE LA CONSTITUCIÓN", los Órganos Jurisdiccionales y Magistrados del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa debían declarar inoperantes los argumentos en los que se planteara 
la inconstitucionalidad de la ley, reglamento o norma jurídica de carácter general, bajo la 
consideración de que sólo los Tribunales del Poder Judicial Federal podían analizar y resolver ese 
tipo de planteamientos. Sin embargo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
resolución del veinticinco de octubre de dos mil once, emitida en la solicitud de modificación de 
jurisprudencia 22/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 536, dejó sin efectos ambas jurisprudencias, 
en virtud de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional. De 
ahí que también ha quedado sin efectos la jurisprudencia 2a./J. 109/2004, emitida por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XX, septiembre de 2004, página 219, registro ius 
180679, cuyo rubro es "CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA CARECE DE COMPETENCIA PARA PRONUNCIARSE 
SOBRE LOS VICIOS DE CONSTITUCIONALIDAD QUE EN LA DEMANDA RESPECTIVA SE 
ATRIBUYAN A UNA REGLA GENERAL ADMINISTRATIVA". Claramente, con fundamento en el 
artículo 194 de la Ley de Amparo dicha jurisprudencia ya no es obligatoria a los Magistrados de 
este Tribunal, porque se sustenta en la jurisprudencia P./J. 74/99, la cual fue dejada sin efectos por 
el propio Pleno del Alto Tribunal al resolver la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011. 
Por tales motivos, en el nuevo orden constitucional, los Magistrados de este Tribunal están 
facultados para pronunciarse sobre el control difuso de constitucionalidad. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/9/2014) 

PRECEDENTES: 
 



VII-P-2aS-194 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 40152/05-17-10-1/716/08-S2-07-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 24 de mayo de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 21 de junio 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 13. Agosto 2012. p. 210 

VII-P-2aS-295 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3491/09-07-02-2/1037/12-S2-07-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 15 de enero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 15 de enero 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 175 

VII-P-2aS-419 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5416/10-06-01-6/361/13-S2-07-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 13 de agosto de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 13 de agosto 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 471 

VII-P-2aS-420 
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 110/13-07-02-6/674/13-S2-09-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 10 de septiembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José de Jesús González 
López. 
(Tesis aprobada en sesión de 10 de septiembre 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 471 

VII-P-2aS-421 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 17325/12-17-04-10/1021/13-S2-07-03.- Resuelto por la 



Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 8 de octubre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de octubre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 471 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el once de septiembre de dos mil catorce.- Firman el 
Magistrado Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, 
Secretario Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 43 

 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-J-1aS-124 

INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES. CÓMO DEBE COMPUTARSE EL PLAZO 
PARA SU INTERPOSICIÓN.- Acorde al artículo 33 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, cuando alguna de las partes considere que una notificación no fue 
realizada conforme a lo dispuesto en la propia ley, podrá promover incidente de nulidad de 
notificaciones dentro del plazo de cinco días siguientes a aquel en que conoció el hecho y 
advirtiéndose que tal numeral no precisa cómo debe efectuarse el cómputo de dicho plazo; para 
efectos del plazo para la interposición del incidente respectivo, debe estarse a lo dispuesto en el 
artículo 74 fracción II, de la ley en cita, que regula el cómputo de los plazos dentro del juicio 
contencioso administrativo federal; debiendo computarse el plazo previsto en el aludido artículo 33, 
a partir del día siguiente a aquel en que la parte incidentista se manifieste conocedora de la 
existencia del acto cuya notificación controvierta, tomando en consideración, únicamente los días 
hábiles; pues, el artículo 74 fracción II citado, prevé que cuando los plazos se fijen en días, solo se 
computarán los hábiles. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-39/2014) 

PRECEDENTES:  
VII-P-1aS-802 
Incidente de Nulidad de Notificaciones Núm. 6654/08-17-10-6/79/12-S1-02-03-NN.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 28 de octubre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 

(Tesis aprobada en sesión de 26 de noviembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 31. Febrero 2014. p. 323 

VII-P-1aS-832 
Incidente de Nulidad de Notificaciones Núm. 675/12-11-02-7/84/13-S1-02-03-NN.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 14 de enero de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 

(Tesis aprobada en sesión de 14 de enero de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 324 

VII-P-1aS-978 
Incidente de Nulidad de Notificaciones relativo al Juicio Contencioso Administrativo Núm. 605/13-
11-01-1/1212/13-S1-03-04-NN.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 30 de junio de 2014, por unanimidad de 4 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. David 
Alejandro Alpide Tovar. 

(Tesis aprobada en sesión de 30 de junio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 427 

VII-P-1aS-984 
Incidente de Nulidad de Notificaciones relativo al Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4704/11-
07-03-5/1363/12-S1-05-01-NN.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 14 de agosto de 2014, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Hortensia 
García Salgado. 

(Tesis aprobada en sesión de 14 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 182 

VII-P-1aS-991 
Incidente de Nulidad de Notificaciones relativo al Juicio Contencioso Administrativo Núm. 309/12-
06-02-4/1296/13-S1-02-04-NN.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 9 de septiembre de 2014, por unanimidad 



de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Beatríz 
Rodríguez Figueroa. 

(Tesis aprobada en sesión de 9 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 39. Octubre 2014. p. 417 

Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el seis de noviembre de dos mil catorce.- Firman la Magistrada 
Nora Elizabeth Urby Genel, Presidenta de la Primera Sección del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, Secretaria 
Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 16 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-J-1aS-125 

LEY ADUANERA, ARTÍCULO 152. CUÁNDO SE CONSIDERA DEBIDAMENTE INTEGRADO EL 
EXPEDIENTE.- Conforme a los párrafos tercero, cuarto y quinto de dicho artículo 152, el 
ofrecimiento, desahogo y valoración de las pruebas que se ofrezcan en el procedimiento previsto 
en ese numeral, se hará de conformidad con los artículos 123 y 130 del Código Fiscal de la 
Federación y, las autoridades aduaneras emitirán resolución en un plazo que no excederá de 
cuatro meses, contados a partir del día siguiente a aquel en que se encuentre debidamente 
integrado el expediente, precisándose que esto último, se actualiza cuando hayan vencido los 
plazos para la presentación de todos los escritos de pruebas y alegatos, o en caso de resultar 
procedente, la autoridad haya llevado a cabo las diligencias necesarias para el desahogo de las 
pruebas. Por tanto, a fin de cumplir con las formalidades esenciales que contiene ese numeral y 
atendiendo a los términos y plazos que prevé, no puede quedar al arbitrio de las autoridades el 
plazo para la valoración de las pruebas, ya que ello forma parte de la fase de decisión del 
procedimiento y no de la fase de instrucción, de ahí que una vez vencido el plazo que tiene el 
contribuyente para ofrecer pruebas, el expediente se encuentra debidamente integrado e inician los 
cuatro meses para emitir la resolución definitiva, excepto en aquellos casos, en que se hubiere 
ofrecido una prueba pericial y se requiera el dictamen del perito. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-40/2014) 

PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-199 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 675/11-02-01-5/1192/11-S1-03-03.- Resuelto por la 



Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 16 de febrero de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel 
Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. Alma Rosa Navarro Godínez.  

(Tesis aprobada en sesión de 6 de marzo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 9. Abril 2012. p. 72 

VII-P-1aS-747 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1403/11-05-02-6/1318/12-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 24 de septiembre de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Yazmín Alejandra González Arellanes. 

(Tesis aprobada en sesión de 24 de septiembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 28. Noviembre 2013. p. 196 

VII-P-1aS-806 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4227/12-11-02-9/1571/13-S1-03-01.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 26 de noviembre de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. Xóchilt Guadalupe Cobián Manzo. 

(Tesis aprobada en sesión de 26 de noviembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 31. Febrero 2014. p. 342 

VII-P-1aS-927 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 976/13-04-01-3/414/14-S1-05-03.- Resuelto por la Primera 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
24 de abril de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 
Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 

(Tesis aprobada en sesión de 24 de abril de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 35. Junio 2014. p. 184 

VII-P-1aS-995 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2718/12-10-01-3/AC2/1082/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Yanet Sandoval Carrillo. 



(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 39. Octubre 2014. p. 427 

Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el seis de noviembre de dos mil catorce.- Firman la Magistrada 
Nora Elizabeth Urby Genel, Presidenta de la Primera Sección del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, Secretaria 
Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 19 

 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-J-2aS-53 

RECURSO ADMINISTRATIVO DESECHADO. LA SALA DEBERÁ PRONUNCIARSE EN PRIMER 

LUGAR SOBRE LA PROCEDENCIA O NO DEL RECURSO Y EN CASO POSITIVO RESOLVER 

SOBRE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN CUANTO AL FONDO, SIEMPRE Y CUANDO 

TENGA ELEMENTOS PARA ELLO.- El artículo 1º, tercer párrafo, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo vigente desde el 1º de enero de 2006, establece que 

"cuando la resolución a un RECURSO ADMINISTRATIVO declare por no interpuesto o lo deseche 

por improcedente, siempre que la sala regional competente determine la procedencia del mismo, el 

juicio contencioso ADMINISTRATIVO procederá en contra de la resolución objeto del RECURSO, 

pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el RECURSO". 

Por su parte, el artículo 50, penúltimo párrafo, de la misma ley establece que "tratándose de las 

sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución dictada en un RECURSO 

ADMINISTRATIVO, si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se pronunciará 

sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del 

demandante". Del contenido de los artículos antes mencionados se desprende que en la nueva Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el Legislador Federal estableció como 

condición sine qua non para que el Tribunal se pronunciara sobre la legalidad de la "resolución 

objeto del RECURSO", esto es, de la resolución recurrida, que la actora desvirtuará en principio la 

resolución impugnada que hubiere DESECHADO o tenido por no interpuesto el RECURSO y que 

al quedar demostrado ante la Sala respectiva la procedencia del RECURSO, ello permitiría al 

juzgador entrar al análisis de la legalidad de la resolución recurrida y pronunciarse sobre los 

conceptos de impugnación de la actora en cuanto al fondo de la cuestión planteada en el 



RECURSO. En consecuencia, si la actora no logra desvirtuar la presentación extemporánea del 

RECURSO de revocación intentado, la Sala resolutora no está obligada al estudio de los 

conceptos de impugnación encaminados a controvertir la legalidad de la resolución originaria 

recurrida. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/16/2014) 

PRECEDENTES: 

VI-P-2aS-234 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 8219/07-17-07-5/71/09-S2-07-01.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 7 de mayo de 2009, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Silvia 

Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. Adriana Domínguez Jiménez. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de mayo de 2009) 

R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año II. No. 19. Julio 2009. p. 176 

VI-P-2aS-357 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6879/07-17-07-6/2107/08-S2-10-01.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 1° de septiembre de 2009, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Gabriela Badillo Barradas. 

(Tesis aprobada en sesión de 1 de septiembre de 2009) 

R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año II. No. 23. Noviembre 2009. p. 207 

VII-P-2aS-246 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 15624/08-17-04-1/872/12-S2-07-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 11 de septiembre de 2012, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 

Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Gerardo Elizondo Polanco. 

(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 17. Diciembre 2012. p. 108 

VII-P-2aS-270 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 6897/09-06-02-3/638/11-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 



25 de octubre de 2012, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 

Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar. 

(Tesis aprobada en sesión de 25 de octubre de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 18. Enero 2013. p. 312 

VII-P-2aS-492 

Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 27026/12-17-02-

10/613/13-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 28 de enero de 2014, por unanimidad de 5 votos a 

favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo Rentería 

Hernández. 

(Tesis aprobada en sesión de 28 de enero de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 33. Abril 2014. p. 642 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión celebrada el quince de mayo de dos mil catorce.- Firman el Magistrado 

Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, Secretario 

Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 48 

 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

VII-J-1aS-129 

RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- DEBE DE 
NOTIFICARSE TANTO AL EXPORTADOR Y/O PRODUCTOR, COMO AL IMPORTADOR DE 
LOS BIENES.- Cuando la autoridad aduanera de un país Parte, emita la resolución recaída al 
procedimiento de verificación de origen determinando que los certificados de origen son inválidos, 
y por consecuencia, niegue el trato arancelario preferencial solicitado por el importador, resulta 
necesario que la resolución que le puso fin a dicho procedimiento sea notificada tanto a la 
importadora como al exportador y/o productor que llenó el certificado de origen, ya que existe una 
afectación al importador en su derecho legítimamente tutelado para importar bienes beneficiándose 
del trato arancelario preferencial contemplado en el Tratado de Libre Comercio de América del 



Norte, con base en un certificado de origen, lo que se traduce en una afectación jurídica directa al 
importador. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-44/2014) 

PRECEDENTES: 
VII-P-1aS-1002 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19016/12-17-03-12/20/14-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 13 de febrero de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto con los puntos 
resolutivos.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Beatríz Rodríguez 
Figueroa.  
(Tesis aprobada en sesión de 2 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 153 

VII-P-1aS-1003 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1391/13-05-01-8/1216/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 9 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Jorge Carpio Solís. 

(Tesis aprobada en sesión de 9 de octubre de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 153 

VII-P-1aS-1004 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 8234/11-17-10-6/1280/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 9 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Jorge Carpio Solís. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 153 
 
VII-P-1aS-1005 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 11405/13-17-11-3/955/14-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 29 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Yazmín Alejandra González Arellanes. 
(Tesis aprobada en sesión de 29 de octubre de 2014) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 153 

VII-P-1aS-1006 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13/5683-16-01-03-03-OT/1590/14-S1-04-03.- Resuelto por 
la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 6 de noviembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 6 de noviembre de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 153 

Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el trece de noviembre de dos mil catorce.- Firman la 
Magistrada Nora Elizabeth Urby Genel, Presidenta de la Primera Sección del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, Secretaria 
Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 33 
 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

VII-J-SS-167 

RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA.- CUANDO EL ACTOR OMITA AMPLIAR SU DEMANDA, NO 

SIEMPRE, PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO.-Tratándose de los juicios promovidos 

en el Procedimiento Contencioso Administrativo Federal en contra de la resolución negativa ficta; 

cuando la actora no formule su ampliación a la demanda en términos del artículo 17 fracción I de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, momento procesal oportuno para que 

exponga los conceptos de impugnación tendientes a desvirtuar la presunción de legalidad de los 

fundamentos y motivos expuestos por la enjuiciada al formular su contestación a la demanda, no 

exime a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa de la obligación prevista 

en los artículos 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la que el Estado Mexicano forma 

parte y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en cuanto al derecho 

fundamental de todo gobernado a la tutela jurisdiccional, que implica, el derecho de acceso a la 

jurisdicción, en tal virtud, resulta indispensable que las Salas de este Tribunal al momento de dictar 

sentencia examinen la litis en los términos en que se configuró, es decir, con la demanda y su 



contestación, para verificar si se expresaron los fundamentos y motivos de la resolución 

impugnada y, partiendo de ese análisis, emitir la sentencia que resuelva el conflicto sometido a su 

consideración, y si se considera que el demandante no desvirtuó la fundamentación y motivación 

de la resolución negativa ficta, deberá reconocerse la legalidad de la resolución ficta, sin que en 

todos los casos se determine el sobreseimiento del juicio por la falta de ampliación a la demanda, 

ya que se podría dejar en estado de indefensión a la parte actora, porque hay ocasiones que 

desde la presentación de la demanda existen argumentos tendientes a controvertir los motivos y 

fundamentos de dicha resolución ficta. 

Contradicción de Sentencias Núm. 2189/12-05-02-3/YOTRO/529/14-PL-10-01.- Resuelta por el 

Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 18 

de junio de 2014, por unanimidad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- 

Secretario: Lic. José Raymundo Rentería Hernández. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/91/2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 7 

 

TRATADOS INTERNACIONALES 
VII-J-1aS-126 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LAS 
REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS.- ES ILEGAL LA 
RESOLUCIÓN DETERMINANTE DE UN CRÉDITO FISCAL SI ESTÁ SUSTENTADA EN UNA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE UN PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN QUE NO 
HA SIDO NOTIFICADA AL IMPORTADOR.- Del contenido de los artículos 7-07, párrafo 2, inciso 
a), 23 y 24 del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y las Repúblicas de 
El Salvador, Guatemala y Honduras, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de marzo 
de 2001, se desprende que para determinar si califica como originario un bien que se importe bajo 
trato arancelario preferencial al territorio de una Parte, proveniente del territorio de otra, la Parte 
importadora podrá, por conducto de su autoridad competente, verificar el origen del bien mediante 
cuestionarios escritos dirigidos a exportadores o productores. Así, dicha autoridad concluirá el 
procedimiento de verificación con una resolución escrita dirigida al exportador o al productor del 
bien, en la que se determine si califica o no como originario, indicándose las conclusiones de 
hecho y el fundamento jurídico de la determinación, debiendo remitir copia al importador de la 
referida resolución de determinación de origen. Por tanto, cuando se determine que el bien 
importado al territorio de una Parte no califica como originario por cuestiones de clasificación 
arancelaria o del valor aplicado a uno o más materiales utilizados en la producción, la resolución de 
esa Parte surtirá efectos hasta que la notifique por escrito al importador del bien y a la persona que 
haya llenado y firmado el certificado de origen que lo ampare. En este sentido, se concluye que la 



resolución determinante del crédito fiscal sustentada en una resolución definitiva de un 
procedimiento de verificación de origen previsto en el Tratado de Libre Comercio entre los Estados 
Unidos Mexicanos y las Repúblicas de El Salvador, Guatemala y Honduras, cuya resolución 
definitiva no haya sido del conocimiento de la importadora, hace ineficaz el procedimiento para 
sustentar la negativa del trato arancelario preferencial, que es la base de la determinación del 
crédito fiscal, por lo que procede declarar su nulidad. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-41/2014) 

PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-823 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5345/12-11-02-3/756/13-S1-05-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 9 de julio de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 
Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 

(Tesis aprobada en sesión de 30 de enero de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p.187 

VII-P-1aS-824 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 16970/12-17-06-
2/51/13-S1-04-03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 6 de febrero de 2014, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 6 de febrero de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p.187 

VII-P-1aS-951 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3593/13-07-02-1/416/14-S1-01-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 15 de mayo de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alejandro 
Sánchez Hernández.- Secretaria: Lic. María Vianey Palomares Guadarrama. 

(Tesis aprobada en sesión de 15 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 298 



VII-P-1aS-952 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19446/13-17-09-7/621/14-S1-01-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 27 de mayo de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alejandro 
Sánchez Hernández.- Secretario: Lic. Roberto Carlos Ayala Martínez. 

(Tesis aprobada en sesión de 27 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 298 

VII-P-1aS-990 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3207/13-06-01-9/1211/14-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 28 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Yazmín Alejandra González Arellanes. 

(Tesis aprobada en sesión de 28 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 39. Octubre 2014. p. 413 

Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el seis de noviembre de dos mil catorce.- Firman la Magistrada 
Nora Elizabeth Urby Genel, Presidenta de la Primera Sección del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del Consuelo Hernández Márquez, Secretaria 
Adjunta de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 23 

COMERCIO EXTERIOR 

VII-J-2aS-59 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LAS 

REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS. LAS RESOLUCIONES 

DEFINITIVAS RECAÍDAS A LOS PROCEDIMIENTOS DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN, DEBEN 

SER NOTIFICADAS AL EXPORTADOR O PRODUCTOR Y AL IMPORTADOR PARA QUE 

PUEDAN SURTIR EFECTOS.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7-07, párrafos 2 

literal a), 23 y 24, del citado instrumento internacional publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 14 de marzo de 2001, para determinar si califica como originario un bien que se 

importe bajo trato arancelario preferencial al territorio de una Parte, proveniente del territorio de 

otra, la Parte importadora podrá, por conducto de su autoridad competente, verificar el origen del 



bien mediante cuestionarios escritos dirigidos a exportadores o productores; dicha autoridad 

concluirá el procedimiento de verificación con una resolución escrita dirigida al exportador o al 

productor del bien, en la que se determine si califica o no como originario, indicándose las 

conclusiones de hecho y el fundamento jurídico de la determinación, debiendo remitirse copia al 

importador. En este orden de ideas, para que esa resolución surta sus efectos debe hacerse del 

conocimiento del exportador o productor y del importador, pues de lo contrario el acto no puede ser 

eficaz, atento a los principios de publicidad, certeza y seguridad jurídica. Además, arribar a un 

criterio distinto implicaría permitir e incentivar que las autoridades no notifiquen las resoluciones 

adversas emitidas en materia de verificación de origen, antes de aplicarlas, y que sólo comuniquen 

los resultados conjuntamente con el inicio de los procedimientos administrativos en materia 

aduanera dirigidos a los importadores, quienes se verían afectados al tener que soportar las 

consecuencias de la negativa de trato arancelario preferencial. Por tanto, sólo reconociéndose la 

obligación que tienen tales autoridades de notificar legalmente sus resoluciones definitivas en 

materia de verificación de origen, antes de aplicarlas, puede evitarse el estado de indefensión de 

quienes se pretende que soporten sus consecuencias. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/15/2014) 

 

 

PRECEDENTES: 

VII-P-2aS-416 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5349/12-11-01-2/760/13-S2-06-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 6 de junio de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 

Salgado Loyo. Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 451 

VII-P-2aS-417 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7267/12-11-02-6/1211/13-S2-06-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 12 de septiembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Pedro Martín Ibarra Aguilera. 

(Tesis aprobada en sesión de 12 de septiembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 451 



VII-P-2aS-418 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3453/13-17-10-2/1487/13-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 5 de noviembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de noviembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 451 

VII-P-2aS-509 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1285/13-11-02-8/19/14-S2-06-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 4 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 

Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Carlos Augusto Vidal Ramírez. 

(Tesis aprobada en sesión de 4 de marzo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 378 

VII-P-2aS-542 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1147/13-11-03-8/319/14-S2-08-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 8 de abril de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 

Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de abril de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 513 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión celebrada el once de septiembre de dos mil catorce.- Firman el 

Magistrado Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, 

Secretario Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 69 

 



LEY ADUANERA 
VII-J-2aS-63 

VALOR EN ADUANA, DE LA MERCANCÍA IMPORTADA. ELEMENTOS PARA SU 
DETERMINACIÓN.- De lo dispuesto por los artículos 64, 65, 67 y 71 de la Ley Aduanera, se 
desprende que la base gravable para determinar el impuesto general de importación es el valor en 
aduana de la mercancía, mismo que será el valor de transacción de la misma, cuando se cumpla 
con las siguientes circunstancias: 1.- Que no existan restricciones a la enajenación o utilización de 
las mercancías por el importador con las excepciones ahí anotadas. 2.- Que la venta para 
exportación con destino al territorio nacional o el precio de las mercancías no dependan de alguna 
condición o contraprestación cuyo valor no pueda determinarse con relación a las mercancías a 
valorar. 3.- Que no se revierta directa ni indirectamente al vendedor parte alguna del producto de la 
enajenación posterior o de cualquier cesión o utilización ulterior de las mercancías efectuadas por 
el importador, salvo en el monto en que se haya realizado el ajuste señalado en la fracción IV del 
artículo 65 de la propia Ley, y 4.- Que no exista vinculación entre el importador y el vendedor, o 
que en caso de que exista, la misma no haya influido en el valor de transacción. Asimismo se 
establece, que en caso de que no se reúna alguna de las circunstancias enunciadas, para 
determinar la base gravable del impuesto general de importación deberá estarse a lo previsto en el 
artículo 71 de la Ley, que establece los métodos que se aplicarán en orden sucesivo y por 
exclusión, para calcular la base gravable del impuesto general de importación cuando no pueda 
determinarse conforme al valor de transacción de las mercancías importadas, por lo que es 
necesario que la autoridad indique de manera expresa en su resolución cómo determinó el valor en 
aduana de la mercancía importada. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/19/2014) 

PRECEDENTES: 
 
V-P-2aS-194 
Juicio No. 8983/99-11-05-2/275/00-S2-07-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 7 de mayo de 2002, 
por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Luis Carballo Balvanera.-  

Secretaria: Lic. Luz María Anaya Domínguez. 

(Tesis aprobada en sesión privada de 1 de octubre de 2002) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año III. No. 27. Marzo 2003. p. 99 

VII-P-2aS-175 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1914/09-07-02-8/1345/11-S2-10-03.- Resuelto por la 



Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 15 de mayo de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar. 

(Tesis aprobada en sesión de 15 de mayo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 12. Julio 2012. p. 165 

VII-P-2aS-427 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2557/12-04-01-3/1090/13-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 12 de septiembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 12 de septiembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 481 

VII-P-2aS-428 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 592/13-06-03-6/1555/13-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 3 de diciembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 3 de diciembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 481 

VII-P-2aS-558 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 735/13-22-01-5/338/14-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 8 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de mayo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 259 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión celebrada el treinta de octubre de dos mil catorce.- Firman el Magistrado 
Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, Secretario 
Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 81 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-J-2aS-54 

VISITADORES FISCALES.- SON AUTORIDADES COMPETENTES QUE EJERCEN LAS 

FACULTADES ESTABLECIDAS DIRECTAMENTE POR EL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN.- Aun cuando el Código Fiscal de la Federación y los diversos ordenamientos 

fiscales no definen la figura del Visitador, su legal existencia está determinada por el 

reconocimiento que el propio Código en sus artículos 43 y 44 hace de la existencia de dichos 

servidores públicos cuya denominación no necesariamente debe establecerse específicamente en 

un Reglamento Interior para que sus actuaciones sean consideradas válidas, puesto que se trata 

de una autoridad competente que tiene a su cargo hacer una visita por instrucciones expresas de 

la autoridad ordenadora, estando sus atribuciones y competencia determinadas, limitadas y 

acotadas por las disposiciones legales aplicables y por lo dispuesto en cada caso en particular, por 

la orden de visita que se le extienda para practicar esta. 

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/10/2014) 

PRECEDENTES: 

 

V-P-2aS-116 

Juicio No. 941/00-02-01-4/ac1/55/00-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 

Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 26 de junio de 2001, 

por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Luis Carballo Balvanera.- Secretario: Lic. 

Juan Francisco Villarreal Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 11 de octubre de 2001) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año II. No. 15. Marzo 2002. p. 80 

 

VII-P-2aS-124 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 78/11-02-01-3/1481/11-S2-09-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 27 de marzo de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Francisco Cuevas Godínez.- Secretario: Lic. José de Jesús González López. 

(Tesis aprobada en sesión de 27 de marzo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 10. Mayo 2012. p. 365 



 

VII-P-2aS-294 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 292/11-03-01-1/493/12-S2-07-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 10 de enero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 

Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Gerardo Elizondo Polanco. 

(Tesis aprobada en sesión de 10 de enero de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 173 

 

VII-P-2aS-333 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 78/11-02-01-3/1481/11-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 

28 de febrero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 

Adame. Secretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas. 

(Tesis aprobada en sesión de 28 de febrero de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 408 

 

VII-P-2aS-524 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1640/11-11-01-3/331/13-S2-06-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 11 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 

Salgado Loyo. Secretario: Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 11 de marzo de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 460 

 

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en sesión celebrada el once de septiembre de dos mil catorce.- Firman el 

Magistrado Víctor Martín Orduña Muñoz, Presidente de la Segunda Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y el Licenciado Juan Manuel Ángel Sánchez, 

Secretario Adjunto de Acuerdos, quien da fe. 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 52 

 

LEY ADUANERA 

VII-P-1aS-1065 



ACTA CIRCUNSTANCIADA CON MOTIVO DE LA VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS DE 

PROCEDENCIA EXTRANJERA EN TRANSPORTE. ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE 

INMEDIATEZ, DEBE LEVANTARSE AL MOMENTO EN QUE SE LLEVE A CABO DICHA 

VERIFICACIÓN.- De los artículos 46 y 150 a 153 de la Ley Aduanera, se desprende que las 

autoridades aduaneras cuentan con facultades para llevar a cabo la verificación de mercancías en 

transporte, a fin de comprobar la legal estancia o tenencia de mercancías que transiten en territorio 

nacional; para lo cual, es válido que se solicite el traslado de la mercancía de procedencia 

extranjera en transporte al recinto fiscal, en donde se hará el correcto análisis de las mismas y el 

subsecuente levantamiento del acta de verificación e inicio del procedimiento administrativo en 

materia aduanera; sin embargo, ello no significa que la autoridad esté en aptitud legal de trasladar 

la mercancía al recinto fiscal, sin hacer constar ese hecho en un documento, habida cuenta que a 

fin de garantizar el respeto a la garantía de seguridad jurídica, la autoridad atendiendo al principio 

de inmediatez, debe levantar en el momento mismo de la verificación en la que haga constar las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en que sucedieron los hechos, con independencia de que 

al día siguiente o subsecuentes se levante el acta en la que se hagan constar las situaciones 

detectadas por la autoridad y que dan origen al procedimiento aduanero. 

PRECEDENTES: 

 

VII-P-1aS-716 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3221/11-03-01-1/2918/09-S1-05-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 28 de mayo de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 

Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Praxedis Alejandra Pastrana Flores. 

(Tesis aprobada en sesión de 12 de septiembre de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 27. Octubre 2013. p. 132 

VII-P-1aS-843 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 26604/12-17-01-1/AC1/1473/13-S1-05-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 23 de enero de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 

Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 

(Tesis aprobada en sesión de 23 de enero de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 340 

VII-P-1aS-930 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2119/13-17-03-12/476/14-S1-05-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 29 de abril de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 

Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 

(Tesis aprobada en sesión de 29 de abril de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 35. Junio 2014. p. 190 

VII-P-1aS-970 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4006/12-03-01-7/1903/13-S1-05-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 23 de junio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 

Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Gabriela Badillo Barradas. 

(Tesis aprobada en sesión de 23 de junio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 407 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:  

VII-P-1aS-1065 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 27015/13-17-02-2/1194/14-S1-05-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 7 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 

Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 514 

 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

VII-P-1aS-1044 

ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA.- LA 
FALTA DE PRECISIÓN DE LA PERSONA QUE DEBE PRESENTAR EL DICTAMEN EMITIDO 
DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 144 FRACCIÓN XIV, DE LA LEY ADUANERA, NO 
IMPLICA LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.- De conformidad con el artículo 
144 fracción XIV, de la Ley Aduanera, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá entre sus 
facultades, establecer la naturaleza, características, clasificación arancelaria, origen y valor de las 
mercancías de importación y exportación, para lo cual podrá solicitar el dictamen correspondiente 
al agente aduanal, dictaminador aduanero o a cualquier otro perito; en tal virtud, el hecho de que 
en el acta de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera, no conste que se 
hubiera designado a la persona que elaboró el dictamen de clasificación arancelaria, cotización y 
avalúo de mercancías, por la autoridad aduanera, no genera afectación alguna a la resolución 
determinante, en razón de que el precepto legal de referencia no exige dicha precisión, aunado a 



que dicho dictamen se trata de una opinión técnica que no vincula a la autoridad a resolver en los 
términos que propone; por lo que, aun y cuando la resolución definitiva se apoye en dicha consulta, 
solo es atribuible a la autoridad que la emitió. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1391/13-06-03-1/744/14-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 12 de junio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 304 

 

LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1066 

ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA 
TRATÁNDOSE DE MERCANCÍAS POR SUBVALUACIÓN.- NO SE VIOLA EL PRINCIPIO DE 
INMEDIATEZ SI SU LEVANTAMIENTO SE EFECTÚA CON POSTERIORIDAD A LA FECHA EN 
QUE SE EMITE UNA ORDEN DE EMBARGO PRECAUTORIO.- El artículo 151 fracción VII, de la 
Ley Aduanera establece que procede el embargo precautorio de las mercancías en el caso en que 
la autoridad aduanera advierta que el valor declarado en el pedimento correspondiente es inferior 
en un 50% o más al valor de transacción de mercancías idénticas o similares determinado, siendo 
que la orden relativa debe librarse por el Administrador General o el Administrador Central de 
Investigación Aduanera de la Administración General de Aduanas del Servicio de Administración 
Tributaria. De manera tal que, el hecho de que el embargo precautorio y el levantamiento del acta 
de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera se realicen con posterioridad a la 
fecha en que se emitió la orden respectiva, no viola el principio de inmediatez ya que la aduana 
tiene que esperar a que arribe materialmente a sus instalaciones la orden de embargo para 
notificarla personalmente, y así reanudar el reconocimiento aduanero. 

PRECEDENTES: 
VII-P-1aS-764 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1656/12-16-01-7/908/13-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión 6 de agosto de 2013, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. Elizabeth Ortiz Guzmán. 
(Tesis aprobada en sesión de 24 de octubre de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 29. Diciembre 2013. p. 247 
 
VII-P-1aS-903 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 528/13-06-03-4/31/14-S1-03-03.- Resuelto por la Primera 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
11 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan Manuel 
Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Jorge Carpio Solís. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de marzo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 33. Abril 2014. p. 494 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:  
VII-P-1aS-1066 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 27015/13-17-02-2/1194/14-S1-05-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 7 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 516 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-2aS-622 

ARGUMENTOS DEFENSIVOS FORMULADOS EN LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA POR 
UNA AUTORIDAD FEDERAL. DEBEN DE CONSIDERARSE PARA RESOLVER EL FONDO DEL 
ASUNTO, NO OBSTANTE QUE LA AUTORIDAD LOCAL COORDINADA SE HUBIESE 
ALLANADO A LAS PRETENSIONES DE LA ACTORA.- El artículo 3°, fracción II, incisos a) y c), 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece que tienen el carácter de 
demandados en el juicio contencioso administrativo federal: La autoridad emisora de la resolución 
impugnada, el titular de la dependencia que sea parte en los juicios en que se controviertan 
resoluciones de autoridades federativas coordinadas, emitidas con fundamento en convenios en 
materia de coordinación, respecto de las materias competencia del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los juicios en que se 
controvierta el interés fiscal de la Federación. Por lo que, si en un juicio contencioso administrativo 
se controvierte una liquidación emitida por una autoridad coordinada y dicha autoridad al contestar 
la demanda se allana a las pretensiones de la actora, pero la autoridad federal al producir su 
contestación refuta los argumentos de la demanda; el Tribunal debe privilegiar el contenido de la 
contestación de esta última, por residir en ella el interés fiscal federal en controversia, 
considerando cada uno de los argumentos defensivos formulados por la autoridad federal a fin de 
dar certeza jurídica al demandante de que sus argumentos serán analizados para resolver el fondo 
del asunto. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 638/12-08-01-1/1055/12-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 24 de junio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 
Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 753 
_______________________________________________________________________________ 

LEY FEDERAL DE LOS  
DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE 

VII-P-2aS-642 

AUTOCORRECCIÓN FISCAL. MEDIANTE ELLA PUEDEN CUMPLIRSE REQUISITOS PARA 
GOZAR DE BENEFICIOS FISCALES.- En términos de lo dispuesto por los artículos 2, fracción 
XIII, 13, 14, 15 y 16 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, la posibilidad de corregir 
la situación fiscal con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación que lleven a cabo las 
autoridades fiscales, es uno de los derechos generales de los contribuyentes, el cual no se 
encuentra limitado en relación con obligaciones de dar (pagar la cantidad debida del tributo), hacer 
o no hacer. En tal virtud, el ejercicio del mencionado derecho es apto para acceder a beneficios 
fiscales y para tener por cumplidos los requisitos formales de procedibilidad de tales beneficios, 
como ocurre cuando con la autocorrección no se pretende ejercer una opción que en un principio 
no se tomó, sino perfeccionar las deficiencias formales en que se incurrió y que no inciden en 
aspectos sustantivos, interpretación que además respeta el principio pro persona contenido en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 31256/12-17-06-5/913/13-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 8 
de julio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- 
Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 905 

 

TRATADOS INTERNACIONALES 

VII-P-2aS-686 

AUTORIDAD ADUANERA. CUENTA CON FACULTADES PARA REALIZAR VERIFICACIONES 

DE ORIGEN, FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL.-Conforme lo establecido por el artículo 506, 

del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en relación con las disposiciones del 

Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 22 de marzo de 2001 y el correspondiente, dado a conocer mediante ese mismo 



medio de difusión el 6 de junio de 2005, esto es, en sus artículos 18, Apartado R, fracción II, en 

relación con el diverso 17, Apartado A, fracciones XXX, XXXI, XLVIII, Apartado B, fracción XV, así 

como los diversos 20, Apartado R, fracción II, en relación con el artículo 19, Apartado A, fracciones 

XLII, LXXXIII y Apartado B, fracción XV, es incuestionable que la autoridad aduanera, se encuentra 

facultada entre otras, para llevar a cabo la verificación de origen de las mercancías importadas a 

territorio nacional, a través de cuestionarios, por lo que no resulta lógico ni jurídico considerar la 

posibilidad de ejercer dicha atribución, sin la posibilidad de remitir los cuestionarios al extranjero, 

cuando los efectos jurídicos, esto es, importación de mercancías, se realiza en territorio mexicano. 

PRECEDENTE: 

VII-P-2aS-153 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12550/07-17-11-2/2364/09-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 3 de mayo de 2012, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 3 de mayo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 11. Junio 2012. p. 319 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-686 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 333/11-17-07-6/1768/13-S2-09-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Juan Ángel Chávez Ramírez.- Secretaria: Lic. Sara Rocha Mata. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1366 

 

LEY FEDERAL DE LOS DERECHOS  
DEL CONTRIBUYENTE 

VII-P-1aS-1051 

AUTORIDADES FISCALES. LA OBLIGACIÓN DE INDICAR EL MEDIO DE DEFENSA 
PROCEDENTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL DE LOS DERECHOS 
DEL CONTRIBUYENTE, DEBE ATENDER A LAS DISPOSICIONES LEGALES APLICABLES.-
 De la interpretación al artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, se 
desprende que la autoridad fiscal tiene la obligación de indicar en la notificación de sus 
resoluciones, el recurso o medio de defensa procedente, el plazo para interponerlo y el órgano 



ante quien debe formularse; lo anterior, a fin de garantizar que los contribuyentes puedan ejercer 
su derecho de defensa oportunamente y evitar así la improcedencia del medio de impugnación por 
no presentarse dentro del plazo legal previsto para ello; sin embargo, no puede estimarse que por 
el hecho de haberse señalado en una resolución, que procedía un determinado medio de 
impugnación, el mismo tenga que considerarse por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, como procedente; pues el propio precepto consigna, que se debe atender a los 
términos de las disposiciones legales respectivas; consecuentemente, los medios de defensa que 
procedan en contra de los actos emitidos por las autoridades, deberán sujetarse indiscutiblemente 
a lo que determine para su procedencia la normatividad aplicable, y no por una manifestación de la 
autoridad. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7199/13-17-02-8/1183/14-S1-01-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 2 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 478 
 

LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1046 

BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE TRANSACCIÓN 
DE LAS MERCANCÍAS.- El artículo 64 de la Ley Aduanera, establece que la base gravable del 
impuesto general de importación es el valor en aduana de las mercancías, el cual será el valor de 
transacción de las mismas, salvo lo dispuesto en el artículo 71 de la referida ley, que señala que 
cuando la base gravable del impuesto general de importación no pueda determinarse conforme al 
valor de transacción de las mercancías importadas en los términos del artículo 64 de mérito, o no 
derive de una compraventa para la exportación con destino a territorio nacional, se determinará 
conforme a los métodos señalados en las fracciones I, II, III y IV, del referido artículo, en orden 
sucesivo y por exclusión, con mayor flexibilidad, o conforme a criterios razonables y compatibles 
con los principios y disposiciones legales, sobre la base de los datos disponibles en territorio 
nacional o la documentación comprobatoria de las operaciones realizadas en territorio extranjero, 
de ahí que el cálculo de la base gravable cuando no pueda determinarse conforme al valor de 
transacción de las mercancías o no derive de una compraventa para la exportación con destino a 
territorio nacional, se encontrará supeditada a la aplicación de los métodos establecidos en dichos 
preceptos legales. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14674/13-17-01-1/1041/14-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 14 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez.  
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 379 

 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO  

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-1aS-1058 

CERTIFICADO DE ORIGEN. CUANDO EN EL JUICIO ES EXHIBIDO EN IDIOMA EXTRANJERO 

DEBE REABRIRSE LA INSTRUCCIÓN PARA ORDENAR SU TRADUCCIÓN.- Conforme lo 

dispuesto por el artículo 22, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, en relación con los artículos 41, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, y 79 y 80 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, 

este Tribunal está facultado, para decretar en todo tiempo, la práctica, repetición o ampliación de 

cualquier diligencia probatoria, siempre que se estime necesaria y sea conducente para el 

conocimiento de la verdad sobre la cuestión efectivamente planteada; por ende, la Sección de la 

Sala Superior que vaya a resolver el juicio, se encuentra en plena aptitud de reabrir la instrucción 

en el mismo, cuando el certificado de origen sea exhibido por la demandante en idioma distinto al 

castellano, para el efecto de ordenar su traducción, con el fin de estar en posibilidad de valorarlo y 

por consiguiente realizar el pronunciamiento de fondo, en lo atinente al acreditamiento del origen 

de las mercancías con el objeto de obtener trato arancelario preferencial, o bien, para desvirtuar la 

obligación del pago de las cuotas compensatorias.  

PRECEDENTE: 

 

VI-P-1aS-27 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1104/06-20-01-6/595/07-S1-02-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 4 de octubre de 2007, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrada 

Ponente: María del Consuelo Villalobos Ortíz.- Secretaria: Lic. Esmeralda Reyes Durán. 

(Tesis aprobada en sesión de 22 de enero de 2008) 

R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año I. No. 6. Junio 2008. p. 45 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-1aS-1058 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1636/13-10-01-7-OT/1106/14-S1-01-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 7 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 

Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 504 
 

LEY DE COMERCIO EXTERIOR 

VII-P-2aS-680 

CERTIFICADOS DE ORIGEN. NO REQUIEREN DE APOSTILLAMIENTO, SI NO RESULTA 

APLICABLE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA A LOS REFERIDOS DOCUMENTOS.- El artículo 

1º del Decreto de promulgación de la Convención de la Haya, por la que se suprime el Requisito de 

Legalización de los Documentos Públicos Extranjeros, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 14 de agosto de 1995, establece que la Convención se aplicará a los documentos 

públicos, precisando que deben considerarse con ese carácter, para efectos de la Convención: a) 

los documentos emitidos por una autoridad o funcionario vinculado a una jurisdicción del Estado, 

incluyendo los provenientes del ministerio público, o de un secretario, oficial o agente judicial; b) los 

documentos administrativos; c) los documentos notariales; d) las certificaciones que hayan sido 

puestas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones sobre la 

certeza de una fecha y autenticidad de firmas; sin embargo, excluye de éstos a los documentos 

administrativos que se refieran, entre otros, directamente a una operación en materia aduanera, 

como lo son los certificados de origen de una mercancía de importación. Por lo tanto, resultan 

ilegales aquellas resoluciones en las que la autoridad liquide cuotas compensatorias, considerando 

que conforme a la citada Convención requieren de apostillamiento los certificados de origen 

presentados por el importador para acreditar que las mercancías provienen de un país diferente a 

la República Popular de China, en virtud de operar la exclusión citada, debiendo declararse la 

nulidad lisa y llana del acto controvertido, por dictarse en contravención a las disposiciones 

aplicadas. 

PRECEDENTE: 

V-P-2aS-614 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2436/05-04-01-1/462/06-S2-09-01.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 27 de febrero de 2007, por unanimidad de 4 votos.- Magistrado Ponente: Luis Carballo 



Balvanera.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 27 de febrero de 2007) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 75. Marzo 2007. p. 197 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-680 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 955/13-01-01-3/1586/13-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1313 
 

LEY ADUANERA 

VII-P-SS-228 

CHEQUES. CUANDO MEDIANTE ELLOS SE PRETENDAN EXTRAER DEL TERRITORIO 

NACIONAL CANTIDADES SUPERIORES AL EQUIVALENTE A DIEZ MIL DÓLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, UTILIZANDO LOS SERVICIOS DE EMPRESAS DE 

MENSAJERÍA, DEBEN MANIFESTARSE A ESTAS EMPRESAS TALES CANTIDADES, CON 

INDEPENDENCIA DE LAS CARACTERÍSTICAS DE DICHOS TÍTULOS.- De conformidad con los 

artículos 9 y 184, fracción XV, de la Ley Aduanera, las personas que utilicen los servicios de 

empresas de mensajería para extraer del territorio nacional cantidades en efectivo, cheques 

nacionales o extranjeros, o cualquier otro documento por cobrar, están obligadas a manifestar a 

dichas empresas las cantidades que se envíen cuando su monto sea superior al equivalente a diez 

mil dólares de los Estados Unidos de América, lo que de no ser cumplido constituye una infracción 

relacionada con la obligación de presentar documentación y declaraciones. Por su parte la regla 

2.1.3., de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para 2012, en su 

fracción I, únicamente define cuáles son los otros documentos por cobrar, no así las características 

de los cheques, los cuales se encuentran exceptuados de esa definición al encontrarse en el 

primer párrafo de la misma regla. Por tanto, es irrelevante que los cheques nacionales o 

extranjeros sean o no pagaderos a la vista y extendidos al portador, sean endosados sin restricción 

o no, porque la ley y la regla en comento no hacen tal distinción ni establecen condición alguna, es 

decir, la obligación legal en análisis es concreta: manifestar y declarar las cantidades que se 

envíen al extranjero en cheques nacionales o extranjeros, sin distinguir qué tipo de cheques, cómo 

se extienden, o si se endosan o no. 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23954/13-17-10-2/992/14-PL-06-04.- Resuelto por el Pleno 

de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 20 de 

agosto de 2014, por unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- 

Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 8 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 99 
 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO  
DE AMÉRICA DEL NORTE 

VII-P-1aS-1078 

COMPETENCIA MATERIAL Y TERRITORIAL DE LA AUTORIDAD QUE EMITE LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- De los artículos 501, 
505, 506, 511 y 514 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte promulgado mediante 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de Diciembre de 1993; las 
Reglas 1, 17 fracción I, 20 y 69 fracción I, de la Resolución por las que se establecen las Reglas de 
carácter general relativas a la aplicación de las disposiciones en materia aduanera del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, publicadas en el mismo órgano oficial de fecha 15 de 
Septiembre de 1995; los artículos 1°, 2°, 3° y 144 fracciones XIV, XXV y XXXII, de la Ley 
Aduanera; 2 primer y tercer párrafos, 19 apartado A fracciones XLII y LXXXIII y apartado B fracción 
XV y 20 apartado R fracción II, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 06 de Junio de 2005, ordenamiento reformado 
mediante Decreto publicado en el mismo órgano oficial el día 12 de Mayo de 2006, se desprende 
que el Administrador Central de Auditoría Fiscal Internacional de la Administración General de 
Grandes Contribuyentes del Servicio de Administración Tributaria, dentro de su ámbito material y 
territorial, goza de facultades para dar a conocer a los contribuyentes, responsables solidarios, 
productores, importadores, exportadores y demás obligados, los hechos u omisiones imputables a 
estos, conocidos con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación y verificaciones de 
origen que les practiquen, así como hacer constar dichos hechos y omisiones en la resolución, 
oficio de observaciones o en la última acta parcial que se levante. Por tanto, la cita de dichos 
preceptos en la resolución definitiva en materia de verificación de origen, resulta suficiente para 
tener por debidamente fundada la competencia material y territorial de dicha autoridad. 

PRECEDENTES:  
VII-P-1aS-545 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6654/08-17-10-6/79/12-S1-02-03.- Resuelto por la Primera 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
12 de marzo de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth 



Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de abril de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 22. Mayo 2013. p. 221 
VII-P-1aS-983 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1569/11-03-01-
4/572/12-S1-05-03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2014, por unanimidad de 4 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Hortensia García 
Salgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 440 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-1aS-1078 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 17317/12-17-09-12/897/13-S1-05-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 20 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Hortensia García Salgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 20 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 566 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-687 

CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EXTEMPORÁNEOS.- SON AQUÉLLOS QUE A PESAR DE 
HABERSE PODIDO PLANTEAR EN LA DEMANDA, SE HACEN VALER EN SU AMPLIACIÓN.-
 En términos del artículo 210 del Código Fiscal de la Federación, la ampliación de la demanda 
procede: a) Cuando se impugne una negativa ficta; b) Cuando el acto principal del que derive el 
impugnado en la demanda, así como su notificación, cuando se le den a conocer en la 
contestación; c) Cuando el actor manifiesta no conocer el acto impugnado y es dado a conocer 
mediante la contestación de la demanda; y, d) Cuando en la contestación se introducen cuestiones 
no conocidas por el actor. Así, la ampliación de la demanda procede contra todos aquellos actos 
que son desconocidos por la actora y que les son dados a conocer a través o con motivo de la 
contestación de la demanda, por lo que en la ampliación la actora sólo podrá plantear como 
conceptos de anulación, argumentos tendientes a controvertir precisamente esos actos 
desconocidos. En este sentido, deben considerarse inoperantes por extemporáneos, los conceptos 
de impugnación expuestos en la ampliación, cuando a través de ellos, la actora pretenda 
controvertir actos que ya conocía, lo que se justifica, ya que la aludida institución procesal está 



limitada a determinados puntos específicos que constituyen su esencia y materia, sin que pueda 
servir para variar ilimitadamente la litis propuesta en la demanda. 

PRECEDENTES: 
V-P-2aS-530 
Juicio Contencioso Administrativo No. 1034/04-03-01-8/163/06-S2-09-01.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
22 de agosto de 2006, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Luis Carballo 
Balvanera.- Secretario: Lic. Oscar Elizarrarás Dorantes. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de agosto de 2006) 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. Tomo III. No. 73. Enero 2007. p. 1115 
VII-P-2aS-339 
Cumplimiento de Ejecutoria en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2034/10-17-12-4/996/11-
S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa, en sesión de 14 de marzo de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 
(Tesis aprobada en sesión de 14 de marzo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 318 
VII-P-2aS-522 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1640/11-11-01-3/331/13-S2-06-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo. Secretario: Ernesto Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de marzo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 458 
VII-P-2aS-523 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2946/12-06-03-9/1658/13-S2-09-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 1° de abril de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Juan Ángel Chávez Ramírez. Secretario: Lic. José Luis Reyes Portillo. 
(Tesis aprobada en sesión de 1 de abril de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 458 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-687 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 333/11-17-07-6/1768/13-S2-09-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Juan Ángel Chávez Ramírez.- Secretaria: Lic. Sara Rocha Mata. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1367 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-644 

CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN INOPERANTES, POR CONSENTIMIENTO O COSA 

JUZGADA. Cuando se controvierta una resolución emitida por reposición del procedimiento de 

auditoría, cumpliendo una sentencia de este Tribunal Fiscal, que decretó su nulidad en virtud de 

violación a los artículos 44 fracción III y 46 fracción I del Código Fiscal de la Federación, en cuanto 

a la debida circunstanciación en la identificación de los visitadores; son inoperantes los conceptos 

de impugnación que controviertan la orden de visita primigenia por defectos en su notificación o por 

su objeto genérico, si no fueron invocados en la demanda inicial, pues ello implica el 

consentimiento a tales violaciones al no combatirse en su oportunidad y haber existido al respecto 

cosa juzgada. 

PRECEDENTES: 

IV-P-2aS-83 

Juicio No. 100(14)/22/98/12644/97.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 

Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 5 de noviembre de 1998, por mayoría de 4 votos a 

favor y 1 en contra.- Magistrada Ponente: Ma. Guadalupe Aguirre Soria.- Secretario: Lic. Román 

Delgado Mondragón. 

(Tesis aprobada en sesión de 28 de enero de 1999) 

R.T.F.F. Cuarta Época. Año II. No. 9. Abril 1999. p. 45 

VII-P-2aS-397 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23390/09-17-04-5/204/11-S2-09-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 20 de agosto de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 

(Tesis aprobada en sesión de 20 de agosto de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 30. Enero 2014. p. 90 

VII-P-2aS-468 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 21370/09-17-03-8/80/11-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 

de noviembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema 

Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de noviembre de 2013) 



R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 815 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-644 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 22990/07-17-06-3/AC1/822/12-S2-07-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 10 de julio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 

Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 

(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 934 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1052 

CONSULTAS FISCALES. LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD SOLO ES 

SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA, SI SE DICTÓ UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE SE SUSTENTÓ EN 

AQUELLA.- De la interpretación al artículo 34 del Código Fiscal de la Federación, cuya reforma 

entró en vigor el 1° de enero de 2007, se desprende que el legislador estableció que ya no serían 

obligatorias para los particulares, las respuestas recaídas a las consultas fiscales realizadas a la 

autoridad hacendaria y que las mismas, solamente podrían ser impugnadas a través de los medios 

de defensa establecidos en las disposiciones legales aplicables, una vez que la autoridad dictara 

una resolución definitiva con base en los criterios contenidos en dichas respuestas; pues antes de 

esto último, no se está ante resoluciones vinculantes para el contribuyente, ni determinantes de su 

situación fiscal y, en tales circunstancias, el particular está en su derecho de ajustarse o no al 

criterio emitido. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7199/13-17-02-8/1183/14-S1-01-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 2 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 

Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 479 

 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-1040 

CONTABILIDAD. ANTE SU DESTRUCCIÓN TOTAL, INUTILIDAD, PÉRDIDA O ROBO, 
CORRESPONDE AL CONTRIBUYENTE SU REPOSICIÓN.- De conformidad con el artículo 33 
segundo párrafo del Reglamento del Código Fiscal de la Federación, cuando exista destrucción o 
inutilización total, pérdida o robo de los libros, registros o colecciones de hojas foliadas de la 
contabilidad del contribuyente, corresponde a este asentar en los nuevos libros o en los registros 
de contabilidad de que se trate, los asientos relativos al ejercicio en el que sucedió la inutilización, 
destrucción, pérdida o robo, pudiéndose realizar por concentración, a efecto de que la autoridad 
fiscalizadora pueda ejercer sus facultades de comprobación. 

 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7449/12-11-02-8/1216/13-S1-04-04.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 10 de junio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez.  
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 268 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-613 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD. LA SUSPENSIÓN DEL PLAZO 
PARA CONCLUIR LA VISITA DOMICILIARIA O REVISIÓN DE GABINETE O DE ESCRITORIO, 
A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 46-A, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO IMPIDE SU EJERCICIO.- Del numeral en cita, se colige que la intención del 
legislador no fue limitar las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, sino regular la 
suspensión del plazo para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete, cuando el 
contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por la 
autoridad, estableciendo como plazo máximo de la suspensión el de un año, por lo tanto, aun 
cuando el plazo para concluirla se encuentre suspendido por no haberse atendido el requerimiento 
formulado, las autoridades fiscales están facultadas para continuar requiriendo datos, informes o 
documentos al contribuyente durante el desarrollo de una visita domiciliaria o revisión de gabinete 
a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, ya que dicho precepto, no se refiere 
a la suspensión de las facultades de comprobación, sino a la del plazo para la conclusión de la 
visita o revisión de gabinete cuando el contribuyente no atienda el requerimiento referido, atento a 
que la referida consecuencia legal se actualiza por causas no imputables a la autoridad, 



encontrándose imposibilitada para verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales del 
contribuyente, por tanto, la autoridad para realizar un nuevo requerimiento, no tiene la obligación 
de esperar a que fenezca el plazo de un año. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25036/10-17-06-8/1122/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 6 de febrero de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 
(Tesis aprobada en sesión de 1° de julio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 573 
 

 

LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1074 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN EN MATERIA ADUANERA. LA ESTABLECIDA EN EL 
ARTÍCULO 144 FRACCIÓN II EN CORRELACIÓN CON LAS DIVERSAS IV Y XIV, DE LA LEY 
ADUANERA, SE ENCUENTRA SUJETA A OBSERVAR LAS FORMALIDADES PREVISTAS EN 
EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
AL TRATARSE DE UN ACTO DE MOLESTIA.- De la interpretación sistemática de las fracciones 
II, IV y XIV, del artículo 144 de la Ley Aduanera se conoce que la autoridad hacendaria se 
encuentra facultada para recabar datos y documentos que posean otros funcionarios públicos o 
autoridades extranjeras, a fin de comprobar la exactitud de la información contenida en los 
pedimentos, declaraciones o manifestaciones realizadas en la importación y exportación de 
mercancías, como lo es la relativa al origen de los bienes importados. Por lo que, si con base al 
resultado obtenido del ejercicio de la facultad de comprobación contenida en el artículo 144 
fracción II en unión con las diversas IV y XIV, de la Ley Aduanera, la autoridad hacendaria niega un 
trato arancelario preferencial, y por ende determina una carga fiscal al contribuyente, es inconcuso 
que el ejercicio de la facultad de la autoridad hacendaria tendiente a comprobar el origen de las 
mercancías a través de una autoridad extranjera como lo es, el Consulado General de México en 
Los Ángeles, Estados Unidos de América, deberá cumplir con las formalidades previstas en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; esto es, encontrarse 
debidamente fundada y motivada, al constituir un acto de molestia que repercute directamente en 
la esfera jurídica del particular, a fin de salvaguardar las garantías de seguridad y certeza jurídica 
de las que goza todo gobernado.  

PRECEDENTES: 
VII-P-1aS-504 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 837/11-03-01-5/1358/11-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 4 de diciembre de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de enero de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 104 
VII-P-1aS-941 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3489/11-01-01-
6/745/13-S1-04-03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 13 de mayo de 2014, por unanimidad de 4 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de mayo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 281 
 
VII-P-1aS-986 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2476/13-01-02-6/1086/14-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 21 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 187 
VII-P-1aS-994 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2718/12-10-01-3/AC2/1082/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Yanet Sandoval Carrillo. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 39. Octubre 2014. p. 425 
 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-1aS-1074 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1067/13-01-02-3/598/14-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 14 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 14 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 556 



 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-675 

FUNDAMENTACIÓN EXCESIVA DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD. NO IMPLICA SU 
ILEGALIDAD.- El Poder Judicial de la Federación en múltiples criterios ha profundizado en la 
interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los 
actos administrativos, la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia por 
materia, territorio, grado y cuantía, a efecto de respetar las garantías de legalidad y seguridad 
jurídica; estableciendo, que para poder considerar un acto de molestia como correctamente 
fundado, es necesario que en él se citen: a) los cuerpos legales y preceptos que se están 
aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la 
conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, 
precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y; b) los cuerpos 
legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en 
agravio del gobernado. Por tanto, ninguna afectación se produce por el hecho de que las 
autoridades invoquen el precepto de algún ordenamiento que no resulte aplicable al caso 
específico; siempre que se precise puntualmente aquellos que le confieran las facultades ejercidas 
y, además, se señalen los motivos que encuadren con el ejercicio de tales atribuciones. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23886/11-17-04-5/1226/13-S2-10-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1086 
 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

VII-P-1aS-1031 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. CUANDO EL ACTA EMITIDA POR EL EMBAJADOR DE 
MÉXICO SIRVIÓ COMO BASE PARA LA NEGATIVA DEL TRATO PREFERENCIAL 
ARANCELARIO, DEBE REPRODUCIRSE EN EL ESCRITO DE HECHOS U OMISIONES.- Por 
regla general la fundamentación y motivación de un acto debe constar en el mismo y no en un 
documento distinto, de conformidad con lo establecido por el artículo 16 de nuestra Carta Magna; 
sin embargo, tratándose de actuaciones o resoluciones vinculadas, es innecesario que se 



reproduzca literalmente la resolución que le dio origen, según lo sostuvo la jurisprudencia I.2o.A. 
J/39 emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito 
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. CUANDO PUEDE CONSTAR EN DOCUMENTO 
DISTINTO AL QUE CONTENGA EL ACTO RECLAMADO"; por lo que, basta con que se haga 
remisión a ella, siempre y cuando se tenga la certeza de que dicha actuación o resolución se hizo 
del conocimiento del afectado; pues para cumplir con la garantía de legalidad prevista en el artículo 
16 constitucional, es suficiente que se señale tal vinculación; toda vez que en un caso u otro, las 
posibilidades de defensa son las mismas, a menos de que no se haya hecho de su conocimiento, 
caso en el cual, sí deberá reproducirse. Ahora bien, si con base en el Acta emitida por el 
Embajador de México se determinó negar el trato arancelario preferencial, la misma al no haberse 
hecho del conocimiento del afectado y para respetar la garantía de legalidad prevista en el artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del Código Fiscal de la 
Federación, deberá reproducirse en el Escrito de Hechos u Omisiones, puesto que la naturaleza 
del mismo constituye un acto anterior al procedimiento establecido en el artículo 152 de la Ley 
Aduanera; motivo por el cual, solo cuando es plasmada en el Escrito de Hechos y Omisiones, se 
tiene conocimiento de la misma y en consecuencia, se podrán hacer valer los medios de defensa 
en su contra. 

Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4192/11-07-01-
2/1459/12-S1-02-01.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 23 de enero de 2014, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño 
Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 121 

 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-676 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE DOCUMENTOS EN UNA RESOLUCIÓN.- Debe 
considerarse que se encuentra motivado el acto de autoridad, cuando en el escrito de 
observaciones se determina que se analizaron diversos documentos, entre ellos las facturas, y se 
diga de manera textual "todas las facturas", cuando estas se encuentren identificadas plenamente 
de manera individual en un cuadro dentro de la misma resolución, lo que no deja en estado de 
indefensión a la actora al precisarse cada una de ellas. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23886/11-17-04-5/1226/13-S2-10-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 



Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1087 
 

LEY ADUANERA 
VII-P-2aS-669 

INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR AUTORIDADES EXTRANJERAS RESPECTO DE LA 
AUTENTICIDAD DE LOS DOCUMENTOS ANEXOS AL PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN: 
CERTIFICADOS DE ORIGEN Y FACTURA. INOPERANCIA DE LOS CUESTIONAMIENTOS QUE 
RESPECTO DE ELLA FORMULA LA ACTORA.- Conforme al artículo 144, fracción II de la Ley 
Aduanera, las autoridades aduaneras tienen facultades para comprobar que la importación y 
exportación de mercancías, la exactitud de los datos contenidos en los pedimentos, declaraciones 
o manifestaciones, el pago correcto de las contribuciones y aprovechamientos y el cumplimiento de 
las regulaciones y restricciones no arancelarias, se realicen conforme a lo establecido en dicha 
Ley; por otro lado, el numeral 3º, párrafo tercero del mismo ordenamiento jurídico, dispone que 
dichas autoridades ejercerán sus atribuciones en forma coordinada y en colaboración con las 
autoridades nacionales, además de las fiscales y aduaneras de otros países con arreglo a lo 
dispuesto por los tratados internacionales de que México sea Parte y estén en vigor; en su caso, 
intercambiando información a través de los centros o sistemas electrónicos que se dispongan, a fin 
de que las autoridades ejerzan sus atribuciones. Luego entonces, si la autoridad aduanera 
esencialmente motivó su resolución liquidatoria en la información que rindió una autoridad 
extranjera y de la que concluyó que no pueden considerarse como auténticos los certificados de 
origen y facturas que se acompañaron al pedimento de importación, resultando improcedente el 
trato preferencial aplicado con base en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, y la 
actora (importadora) formula conceptos de impugnación enderezados a cuestionar los términos en 
que se recabó la información, por no apegarse a lo dispuesto a los requisitos establecidos en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tales conceptos deben 
declararse inoperantes, toda vez que este Tribunal no debe hacer pronunciamiento sobre la 
legalidad o no de la actuación de una autoridad extranjera, pues es incompetente para esos 
efectos; además de que no se puede pretender la imposición de las exigencias de la normatividad 
nacional a actos de una autoridad a la que no le es aplicable, de modo que debe presumirse que 
conforme a su legislación, ese actuar se realizó apegado a derecho. 

PRECEDENTE: 
 
VII-P-2aS-544 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4059/12-01-01-5/217/14-S2-07-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 10 de abril de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José Antonio Rivera Vargas. 
(Tesis aprobada en sesión de 10 de abril de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 518 
 
VII-P-2aS-545 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 844/13-16-01-8/395/14-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 8 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 
(Tesis aprobada en sesión de 8 de mayo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 37. Agosto 2014. p. 518 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
 
VII-P-2aS-669 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4067/12-01-02-8/1008/14-S2-08-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 9 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1066 
 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

VII-P-1aS-1072 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ES PROCEDENTE EN CONTRA DE LA 
RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA AUTORIDAD EN CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA 
EMITIDA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.- Si la 
resolución que emite la autoridad en cumplimiento a una sentencia de este Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, integra nuevos elementos en dicha resolución, resulta procedente 
la interposición del juicio contencioso administrativo en contra de la misma y no la queja, porque en 
esta última no podrán ser materia de análisis los nuevos componentes que sustentan la legalidad 
de la resolución que cumplimenta un fallo previo. 

PRECEDENTES: 
 
VII-P-1aS-648 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25659/08-17-01-3/AC1/72/13-S1-02-04.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de abril de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de junio de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 25. Agosto 2013. p. 182 
VII-P-1aS-943 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7749/12-17-04-2/178/13-S1-01-04.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 13 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alejandro 
Sánchez Hernández.- Secretario: Lic. Roberto Carlos Ayala Martínez. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de mayo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 285 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:  
 
VII-P-1aS-1072 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13/6269-20-01-02-08-OT/1135/14-S1-05-04.- Resuelto por 
la Primera Sección de Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 7 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Hortensia García Salgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 526 

 

COMERCIO EXTERIOR 

VII-P-2aS-647 

NEGATIVA DEL TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL. LA RESOLUCIÓN QUE LA 

DECLARA ES ILEGAL CUANDO NO SE ACREDITA DE FORMA FEHACIENTE LA 

NOTIFICACIÓN AL EXPORTADOR Y/O PRODUCTOR DEL PROCEDIMIENTO DE 

VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- En aquellos juicios tramitados ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, en que la parte actora sea el exportador a quien afecta la negativa del trato 

arancelario preferencial, respecto de los certificados de origen que expidió y controvierta la 

notificación emitida dentro del procedimiento de verificación de origen, conforme lo dispuesto por el 

artículo 506 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en relación con la regla 46, de 

las Reglamentaciones Uniformes de septiembre de 1995 de dicho pacto internacional, corresponde 

a la autoridad demandada demostrar de forma fehaciente que dicha diligencia se llevó a cabo bien 

sea con el exportador o con el productor, a quien se haya dirigido dicho procedimiento, cumpliendo 



a cabalidad lo preceptuado en la normatividad citada, toda vez que en caso contrario la resolución 

que declara la negativa del trato arancelario preferencial, resulta ilegal. 

PRECEDENTE: 

VII-P-2aS-336 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 22289/11-17-09-6/1415/12-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 5 de febrero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de marzo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 281 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

 

VII-P-2aS-647 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4038/13-07-02-6/875/14-S2-10-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 5 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo Rentería Hernández. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 981 
 

LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1075 

NOTIFICACIÓN. DEBE HACERSE RESPECTO A LA FACULTAD DE COMPROBACIÓN 
EJERCIDA POR LA AUTORIDAD ADUANERA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 144 FRACCIÓN 
II EN CORRELACIÓN CON LAS DIVERSAS IV Y XIV, DE LA LEY ADUANERA, AL 
CONSTITUIR UN ACTO DE MOLESTIA.- De conformidad con el artículo 144 fracción II en unión 
con las diversas fracciones IV y XIV, de la Ley Aduanera, la autoridad hacendaria se encuentra 
facultada para comprobar la exactitud de la información contenida en los pedimentos, 
declaraciones o manifestaciones realizadas en la importación y exportación de mercancías, entre 
las que se encuentra la relativa al origen de los bienes importados, mediante la obtención de datos 
y documentos que posean otros funcionarios públicos o autoridades en el extranjero, como lo es el 
Consulado General de México en Los Ángeles, Estados Unidos de América. Por lo que, si con 
base al resultado obtenido del ejercicio de la facultad de comprobación contemplada en el artículo 
144 fracción II en correlación con las diversas fracciones IV y XIV, de la Ley Aduanera, la autoridad 
hacendaria niega un trato arancelario preferencial, y por ende determina una carga fiscal al 



contribuyente, es inconcuso que el ejercicio de facultad de comprobación aludida debe ser 
notificado al particular, al tratarse de un acto de molestia que constituye el motivo fundamental con 
base en el cual se emite la resolución liquidatoria que causa un perjuicio directo al gobernado; ello, 
a fin de salvaguardar las garantías de legalidad y seguridad jurídica de que goza el particular.  

PRECEDENTES: 
VII-P-1aS-505 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 837/11-03-01-5/1358/11-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 4 de diciembre de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de enero de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 105 
 
VII-P-1aS-942 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3489/11-01-01-
6/745/13-S1-04-03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 13 de mayo de 2014, por unanimidad de 4 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de mayo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 283 
 
VII-P-1aS-987 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2476/13-01-02-6/1086/14-S1-02-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 21 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 38. Septiembre 2014. p. 189 
 
VII-P-1aS-996 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2718/12-10-01-3/AC2/1082/14-S1-03-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 11 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Yanet Sandoval Carrillo. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de septiembre de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 39. Octubre 2014. p. 430 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-1aS-1075 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1067/13-01-02-3/598/14-S1-04-03.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 14 de octubre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 14 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 559 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-666 

NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. REQUIERE PARA SU VALIDEZ LA CIRCUNSTANCIACIÓN 
QUE PERMITA IDENTIFICAR QUE SE TRATA DEL CONTRIBUYENTE AL QUE SE QUIERE 
NOTIFICAR LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y QUE SE ACTUALIZA ALGUNA DE LAS 
HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DE NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS.- El artículo 134, fracción 
III, del Código Fiscal de la Federación, establece que los actos administrativos podrán notificarse 
por estrados cuando se den las hipótesis de procedencia que el mismo numeral prevé: a) Cuando 
la persona a quien deba notificarse desaparezca después de iniciadas las facultades de 
comprobación; b) Tratándose del supuesto de la fracción V, del artículo 110 del Código Fiscal de la 
Federación, referente a la imposición de sanciones de prisión vinculadas al registro federal de 
contribuyentes y a la desocupación del local en donde se tenga el domicilio fiscal sin presentar el 
aviso de cambio de domicilio; y, c) En los demás casos que señalen las leyes fiscales y el Código 
Fiscal de la Federación. En ese orden de ideas, si la autoridad fiscal determina que procede 
notificar los actos administrativos por estrados, la constancia de notificación deberá circunstanciar 
suficientemente la hipótesis específica para dicho proceder, debiendo precisar las circunstancias 
de modo, tiempo y lugar relativas de manera concreta al interesado a notificar, a fin de tener la 
certeza de que el actuar de la autoridad se ajustó a lo dispuesto en dicho artículo 134, fracción III, 
del Código Fiscal de la Federación. Por su parte, el artículo 139 del mismo Código establece que 
las notificaciones por estrados se harán fijando durante 15 días consecutivos el documento que se 
pretenda notificar en un sitio abierto al público de la oficina de la autoridad que efectúe la 
notificación, entre otros requisitos. En consecuencia la constancia de notificación por estrados 
también deberá precisar el documento que se pretende notificar, a fin de que se conozca que dicha 
notificación se refiere al acto administrativo identificado y no sólo que ese documento se anexe a 
un formato genérico de constancia de notificación por estrados. Por todo lo anterior, de no cumplir 
con la circunstanciación suficiente, la notificación por estrados resulta violatoria de dichos 
preceptos.  

PRECEDENTE: 
V-P-2aS-800 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2016/05-05-01-2/169/06-S2-07-04.- Resuelto por la 



Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 23 de octubre de 2007, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Silvia 
Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. Adriana Domínguez Jiménez. 
(Tesis aprobada en sesión de 23 de octubre de 2007) 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 84. Diciembre 2007. p. 67 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-666 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2535/12-13-01-6/AC1/1655/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 4 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández Bautista. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1059 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-660 

NOTIFICACIONES HECHAS POR CORREO CERTIFICADO CON ACUSE DE RECIBO.- 

REQUISITOS QUE DEBEN REUNIR.- Conforme al artículo 134, fracción I, del Código Fiscal de la 

Federación, las notificaciones de citatorios, requerimientos, solicitudes de informes o documentos, 

efectuadas por las autoridades administrativas, pueden practicarse a los particulares por correo 

certificado con acuse de recibo, y de acuerdo con lo previsto en los artículos 42 de la Ley del 

Servicio Postal Mexicano, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 24 de diciembre de 

1986, y 31 del Reglamento para la Operación del Organismo Servicio Postal Mexicano, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación de 31 de octubre de 1988, la correspondencia registrada 

deberá ser entregada a los destinatarios o a sus representantes legales, recabándose su firma. En 

tal virtud, para tener validez la notificación hecha en esta forma a una persona moral, es necesario 

que se recabe por el Servicio Postal Mexicano, en un documento especial, el nombre y firma del 

representante legal, para que pueda sostenerse legalmente que se entendió con este último. 

PRECEDENTE: 

V-P-2aS-80 

Juicio No. 6322/99-11-07-3/70/00-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 15 de mayo de 2001, por 

unanimidad de 5 votos.- Magistrada Ponente: Silvia Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. María 

Luisa de Alba Alcántara. 



(Tesis aprobada en sesión privada de 15 de mayo de 2001) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año I. No. 10. Octubre 2001. p. 187 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-660 

Incidente de Nulidad de Notificaciones Núm. 2907/12-03-01-3/879/13-S2-09-03-NN.- Resuelto por 

la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 21 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 

Ángel Chávez Ramírez.- Secretario: Lic. José Luis Reyes Portillo. 

(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1036 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-681 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO 

VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE 

FUNDAN LAS FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- A efecto de que se encuentre debidamente 

fundada una orden de visita domiciliaria emitida por la autoridad fiscal que tiene por objeto revisar 

el cumplimiento de obligaciones en materia aduanera, como son entre otras, verificar la legal 

importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de procedencia extranjera, en el 

domicilio visitado; debe fundarse para ello, en la fracción V, del artículo 42, del Código Fiscal de la 

Federación, el cual prevé expresamente la facultad de las autoridades fiscales para practicar 

visitas domiciliarias a los contribuyentes, a fin de verificar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales en materia aduanera. Lo anterior, en virtud de que, en la Exposición de Motivos de la 

iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones fiscales, que reforma, 

entre otras, la fracción V del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, presentada el 8 de 

septiembre de 2009, se expuso que existían obligaciones de los particulares en materia aduanera, 

que no eran revisadas por la autoridad fiscal o aduanera, por lo que se propuso que también se 

revisara su cumplimiento, contando para ello con un procedimiento de inspección ágil, similar al 

que se establece para verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de 

comprobantes fiscales, y con ello robustecer los mecanismos para el control del cumplimiento de 

las obligaciones fiscales. 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1300/13-01-01-5/691/14-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1315 
 

LEY ADUANERA 
VII-P-1aS-1041 

PERSONALIDAD DEL TERCERO INTERESADO.- CORRESPONDE ACREDITARLA A ESTE, Y 
NO A LA PARTE ACTORA.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 fracción VII y 15 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la parte actora en el juicio 
contencioso administrativo, en aquellos casos en que exista un tercero interesado, únicamente se 
encuentra obligada a señalar el nombre y domicilio de este y no así, a exhibir el documento con el 
cual acredite la personalidad de dicho tercero, pues la carga procesal de acreditar la personalidad 
del tercero interesado, como representante legal de la mayoría de los trabajadores de la empresa 
demandante, corresponde a la persona que fue nombrada con tal carácter en la demanda, porque 
el referido artículo 14 fracción VII, solo establece que el demandante deberá señalar en el libelo de 
demanda, "El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya"; sin que de tal obligación 
pueda desprenderse que además, exhiba el documento con el cual acredite la personalidad de 
aquel, lo que se robustece con lo dispuesto por el artículo 15 de la ley en cita, ya que dicho 
numeral no prevé dicha obligación. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7449/12-11-02-8/1216/13-S1-04-04.- Resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 10 de junio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Elva Marcela Vivar Rodríguez.  
(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 269 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-614 

PLAZO DE SUSPENSIÓN ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 46-A, FRACCIÓN IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DEBE COMPUTARSE DE MANERA CONSECUTIVA.-
 De acuerdo con el referido artículo 46-A, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, el plazo 



de doce meses para concluir la visita domiciliaria se suspenderá cuando el contribuyente no 
atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las autoridades fiscales 
para verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre 
el día del vencimiento del plazo otorgado para cumplimentar el requerimiento y hasta el día en que 
conteste o atienda al mismo, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses; y en el supuesto 
de existir dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos periodos de suspensión, 
los cuales en ningún caso podrán exceder de un año. En este orden de ideas, cuando existan dos 
o más requerimientos de la autoridad fiscalizadora y el contribuyente sea omiso en contestar o 
atender a dichas solicitudes, el plazo de suspensión correrá a partir del día siguiente a aquel en 
que concluya el periodo otorgado para cumplimentar el primer requerimiento y fenecerá una vez 
transcurrido un año, es decir, se computa de manera ininterrumpida, adicionando el tiempo que 
transcurra mientras el particular actualiza la hipótesis legal prevista por el artículo 46-A, fracción IV, 
del Código Fiscal de la Federación, con la limitante de que la multicitada suspensión no exceda de 
un año. 

 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25036/10-17-06-8/1122/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 6 de febrero de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 
(Tesis aprobada en sesión de 1° de julio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 574 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-663 

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES 

IMPROCEDENTE CUANDO LA RESOLUCIÓN RECURRIDA ES EMITIDA EN CUMPLIMIENTO 

DE UNA SENTENCIA CONFORME AL ARTÍCULO 124, FRACCIÓN II DE DICHO CUERPO 

NORMATIVO.- De conformidad con lo ordenado en los artículos 124, fracción II y 125, del Código 

Fiscal de la Federación, se establece que el recurso es improcedente cuando se haga valer contra 

resoluciones dictadas, entre otros, en cumplimiento de sentencia, mientras que el citado artículo 

125 del mismo Código Fiscal de la Federación, ordena que el interesado podrá optar por impugnar 

un acto a través del recurso de revocación o promover, directamente contra dicho acto, juicio ante 

el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y que, deberá intentar la misma vía elegida si 

pretende impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuencia de otro; por lo que 



en el caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en recursos administrativos, el 

contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez a través de la misma vía, esto es, por 

medio del mismo recurso y, si la resolución dictada en el recurso de revocación, se combate ante 

el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo deberá 

hacerse valer ante la Sala Regional de este Tribunal que conozca del juicio respectivo. De donde 

se sigue que, en el caso de que una resolución se haya impugnado directamente ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, como en el caso de la dictada por la Sala Superior, en 

la que se haya declarado su nulidad para que se emita otra, la resolución que cumplimente dicho 

fallo, deberá impugnarse de acuerdo a lo previsto por el artículo 125 del Código Fiscal de la 

Federación, esto es, en la misma vía que hubiere elegido el contribuyente, por lo que, de no haber 

sido mediante el recurso de revocación, el mismo resultaría improcedente, conforme a lo regulado 

en la fracción II del artículo 124 del Código Fiscal de la Federación, en relación con lo dispuesto 

por el diverso 125 de ese mismo Ordenamiento. 

PRECEDENTE: 

VII-P-2aS-338 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3048/12-06-02-8/32/13-S2-10-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 5 de marzo de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 5 de marzo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 307 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-663 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3288/13-07-02-8/280/14-S2-09-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 21 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 

Ángel Chávez Ramírez.- Secretario: Lic. José Luis Reyes Portillo. 

(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1043 
 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO 

DE AMÉRICA DEL NORTE 

VII-P-2aS-631 



REPRESENTACIÓN DE LAS EMPRESAS EN EL MARCO DEL TRATADO DE LIBRE 

COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. PARA ACREDITAR SU CUMPLIMIENTO DEBE 

ATENDERSE A LA LEGISLACIÓN DEL PAÍS DE SU CONSTITUCIÓN.- En el artículo 201 del 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte se dispone que, empresa de una Parte significa 

una empresa constituida u organizada conforme a la legislación de una Parte. Así, para determinar 

la forma y términos, conforme a los cuales debe otorgarse la representación de las empresas de 

alguno de los países suscritores del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, así como el 

medio a través del cual se acredite dicha representación, se debe atender única y exclusivamente 

a la legislación de ese país Parte. Por tanto, quien pretenda demostrar la representación de una 

empresa norteamericana o canadiense, no está obligado a presentar poder en el que se cumpla 

con el contenido del artículo 2554 del Código Civil Federal, ya que esta disposición solo resulta 

aplicable para las empresas mexicanas constituidas conforme a la legislación nacional y no para 

aquellas constituidas conforme a la legislación de otra Parte, como lo es, en el caso, los Estados 

Unidos de América o Canadá. 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 19416/10-17-06-3/735/13-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 

26 de junio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema 

Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José de Jesús González López. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 823 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-629 

RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS.- ALCANCE DE LO PRECEPTUADO 
EN EL ARTÍCULO 132 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- En términos del citado 
artículo 132, primer párrafo, la resolución del recurso administrativo debe fundarse en derecho y 
examinar todos y cada uno de los agravios hechos valer por el recurrente, pero cuando uno de 
ellos sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado, bastará el examen de dicho 
punto. Ahora bien, no obstante que la autoridad se apoye en el numeral de referencia, y considere 
fundado uno de los motivos de impugnación, como suficiente para revocar el acto combatido, a fin 
de que se emita uno nuevo, debidamente fundado y motivado, evidentemente causa perjuicio a los 
intereses del promovente, en tanto que el recurso administrativo constituye un medio de defensa, a 
través del cual el particular tiene interés de que quede definida legalmente su situación y no se le 
deje en estado de indefensión, por el hecho de que se reconozca que en uno de sus agravios le 
asista la razón, para que se repita el acto corrigiendo sus defectos, toda vez que aun cuando el 



numeral en comento, contempla la posibilidad de examinar el agravio que sea suficiente para 
desvirtuar la validez del acto impugnado, se entiende necesariamente que esa validez se esté 
desvirtuando totalmente y no para que el acto se emita de nueva cuenta, con lo cual se contraría 
totalmente el texto del precepto, al no quedar dilucidada la cuestión de fondo, por ser ese el 
sentido de la consideración de agravio suficiente para desvirtuar la validez del acto.  

PRECEDENTES: 
V-P-2aS-78 
Juicio No. 853/97-01-01-3/ac1/144/99-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 24 de abril de 2001, 
por unanimidad de 5 votos.- Magistrado Ponente: Luis Carballo Balvanera.- Secretario: Lic. Juan 
Francisco Villarreal Rodríguez. 
(Tesis aprobada en sesión privada de 24 de abril de 2001) 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año I. No. 10. Octubre 2001. p. 183 
V-P-2aS-562 
Juicio Contencioso Administrativo No. 1460/05-03-01-9/92/06-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 
24 de octubre de 2006, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Luis Carballo 
Balvanera.- Secretario: Lic. Oscar Elizarrarás Dorantes. 
(Tesis aprobada en sesión de 24 de octubre de 2006) 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. Tomo III. No. 73. Enero 2007. p. 1428 
V-P-2aS-756 
Recurso de Reclamación Núm. 48/06-07-03-4/395/07-S2-06-05.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 19 de 
junio de 2007, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Francisco Cuevas 
Godínez.- Secretario: Lic. Salvador Jesús Mena Castañeda. 
(Tesis aprobada en sesión de 19 de junio de 2007) 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 80. Agosto 2007. p. 48 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-629 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 670/13-06-03-9/756/14-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 24 de junio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 
Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 
(Tesis aprobada en sesión de 24 de junio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 817 
 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-633 

RESOLUCIONES ILEGALES POR APLICAR PRECEPTOS DECLARADOS 

INCONSTITUCIONALES MEDIANTE JURISPRUDENCIA EXACTAMENTE APLICABLE AL 

CASO.- Son ilegales por sustentar su determinación en preceptos declarados inconstitucionales 

por el Poder Judicial de la Federación, mediante jurisprudencia que debe ser exactamente 

aplicable al caso de que se trate. En consecuencia, dichos actos o resoluciones impugnados en 

materia fiscal se encuentran indebidamente fundados y motivados violando los artículos 38, 

fracción III, del Código Fiscal de la Federación y 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

PRECEDENTES: 

V-P-2aS-596 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 841/06-06-02-5/601/06-S2-07-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 6 de febrero de 2007, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Silvia 

Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. Adriana Domínguez Jiménez. 

(Tesis aprobada en sesión de 6 de febrero de 2007) 

R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 75. Marzo 2007. p. 71 

VII-P-2aS-3 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19124/10-17-11-6/466/11-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 9 de agosto de 2011, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar.  

(Tesis aprobada en sesión de 9 de agosto de 2011) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año I. No. 3. Octubre 2011. p. 90 

VII-P-2aS-188 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23331/08-17-08-5/1560/10-S2-08-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 31 de mayo de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 

Martín Orduña Muñoz.- Secretario: Lic. Juan Manuel Ángel Sánchez. 

(Tesis aprobada en sesión de 31 de mayo de 2012) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 12. Julio 2012. p. 196 

VII-P-2aS-393 

Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4295/08-17-09-



7/199/10-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 11 de julio de 2013, por unanimidad de 4 votos a 

favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo Rentería 

Hernández. 

(Tesis aprobada en sesión de 11 de julio de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 29. Diciembre 2013. p. 360 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-633 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 4690/08-17-08-1/965/12-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 

1° de julio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martin Orduña 

Muñoz.- Secretaria: Lic. Alin Paulina Gutiérrez Verdeja. 

(Tesis aprobada en sesión de 1 de julio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 861 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1043 

SOLICITUD DE INFORMACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 56 FRACCIÓN III, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE REALIZARLA 

INDEPENDIENTEMENTE DEL EJERCICIO DE FACULTADES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 

42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- El artículo 42 del Código Fiscal de la 

Federación, dispone que las autoridades fiscales a fin de comprobar que los contribuyentes, los 

responsables solidarios o los terceros con ellos relacionados han cumplido con las disposiciones 

fiscales y, en su caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales, así como para 

comprobar la comisión de delitos fiscales y para proporcionar información a otras autoridades 

fiscales, estarán facultadas para, entre otras actividades, practicar visitas a los contribuyentes, los 

responsables solidarios o terceros relacionados con ellos y revisar su contabilidad, bienes y 

mercancías. Asimismo, el artículo 56 fracción III, del mismo ordenamiento tributario Federal, 

establece que para efectos de la determinación presuntiva, las autoridades fiscales calcularán los 

ingresos brutos de los contribuyentes, el valor de los actos, actividades o activos sobre los que 

proceda el pago de contribuciones, para el ejercicio de que se trate, a partir de la información que 

proporcionen terceros a solicitud de las autoridades fiscales, cuando tengan relación de negocios 

con el contribuyente. Por lo que, independientemente de la visita domiciliaria que se practique a los 

contribuyentes, las autoridades fiscalizadoras podrán solicitar a los terceros relacionados con ellos, 



en términos del referido artículo 56 fracción III, del Código Fiscal de la Federación, toda aquella 

documentación que les permita crear convicción respecto del cumplimiento de las disposiciones 

fiscales a las que está obligado el visitado. Es decir, si los contribuyentes visitados son omisos en 

exhibir la contabilidad o documentos con ella relacionados, las autoridades fiscales se encuentran 

plenamente facultadas para allegarse de la información necesaria y poder así determinar 

presuntivamente conforme a derecho, en razón de que la solicitud de información a terceros no es 

excluyente de la visita domiciliaria, sino que pueden desplegarse conjuntamente para motivar la 

determinación presuntiva correspondiente. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2159/12-15-01-9/1485/13-S1-02-04.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 12 de junio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 

Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 292 
 

LEY ADUANERA 
VII-P-2aS-646 

SUBVALUACIÓN DE LA MERCANCÍA.- LA INDEBIDA MOTIVACIÓN DE SU DETERMINACIÓN, 
POR NO HABER CONSIDERADO LA CALIDAD, EL PRESTIGIO COMERCIAL, LA EXISTENCIA 
DE UNA MARCA COMERCIAL DE LAS MERCANCÍAS CONSIDERADAS SIMILARES, Y EL 
VALOR DE TRANSACCIÓN MÁS BAJO, TIENE COMO CONSECUENCIA SE DECLARE LA 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL, PARA EL EFECTO 
DE QUE SE SUBSANE LA IRREGULARIDAD DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA.- La 
nulidad declarada por indebida motivación, por la autoridad, respecto de una resolución 
determinante del crédito fiscal, por haber considerado que el valor de la mercancía declarada en el 
pedimento de importación era por debajo de más de un 50%, tomando únicamente como valor de 
transacción de la mercancía similar el señalado en un diverso pedimento de importación cuyo 
registro obra en sus archivos, aplicando el método de valor de transacción de mercancía similares 
previsto en la fracción II del artículo 71, conforme a lo establecido en el artículo 73, ambos de la 
Ley Aduanera, considerando que la mercancía había sido producida en el mismo país, que tenían 
características y composición semejante al clasificarse en la misma fracción arancelaria, y las 
operaciones fueron realizadas en un momento aproximado; omitiendo atender la calidad, prestigió 
comercial y la existencia de una marca comercial, así como el valor de transacción más bajo; debe 
hacerse en términos del artículo 51 fracción IV y 52 fracción III de la Ley Federal de Procedimiento 



Contencioso Administrativo, para el efecto de que la autoridad subsane la irregularidad cometida 
de forma fundada y motivada. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5757/12-07-03-1/1004/14-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 5 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Mónica Guadalupe Osornio Salazar. 
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 951 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-683 

SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE LA VISITA 

DOMICILIARIA.- NO SE ACTUALIZA CUANDO EL CONTRIBUYENTE VISITADO CONTESTA 

DE MANERA OPORTUNA LOS REQUERIMIENTOS DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS 

QUE LE FORMULA LA AUTORIDAD VISITADORA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE 

SUS OBLIGACIONES FISCALES, AUN SIN PROPORCIONAR LA INFORMACIÓN O 

DOCUMENTACIÓN QUE LE FUE REQUERIDA.- El artículo 46-A, párrafos primero y cuarto y 

fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, dispone que las autoridades fiscales deberán 

concluir la visita que se desarrolle en el domicilio fiscal de los contribuyentes o la revisión de la 

contabilidad de los mismos que se efectúe en las oficinas de las propias autoridades, dentro de un 

plazo máximo de doce meses contado a partir de que se notifique a los contribuyentes el inicio de 

las facultades de comprobación, plazo que se suspenderá, entre otros casos, cuando el 

contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las 

autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, durante el periodo 

que transcurra entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en 

que conteste o atienda el requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses; y 

que en el caso de dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos periodos de 

suspensión y en ningún caso el periodo de suspensión podrá exceder de un año. Ahora bien, como 

se advierte del proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del 

Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 

2006, la voluntad del legislador fue que la suspensión terminaba cuando el contribuyente atendiera 

el requerimiento o simplemente lo contestara, aun sin proporcionar la información solicitada. De 

ello se sigue que cuando el contribuyente visitado contesta, dentro de los plazos que le fueron 

señalados por la autoridad, los requerimientos de información y documentación formulados durante 



la visita domiciliaria, no se actualiza el supuesto de suspensión de que se trata, aun sin 

proporcionar la información o documentación que le fue requerida, tal y como ocurrió en el caso 

que se resuelve, en el que el contribuyente visitado contestó los tres requerimientos que le fueron 

formulados por la autoridad durante la visita domiciliaria, proporcionando en parte la 

documentación e información requerida, y aduciendo diversas razones para no proporcionar la 

documentación e información restante, por considerar que no se encontraba obligada a presentarla 

por provenir de terceros cuyos datos de identificación obraban en poder de la autoridad y que no 

correspondía a su contabilidad. 

PRECEDENTES: 

VII-P-2aS-371 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1655/11-08-01-5/1032/12-S2-06-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 12 de marzo de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 

Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Pedro Martín Ibarra Aguilera. 

(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 26. Septiembre 2013. p. 87 

 

VII-P-2aS-395 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5789/12-06-02-9/887/13-S2-07-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 6 de agosto de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 

Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos Perea Rodríguez. 

(Tesis aprobada en sesión de 6 de agosto de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 29. Diciembre 2013. p. 364 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-683 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2263/14-17-01-6/1047/14-S2-07-04.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 18 de septiembre de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- 

Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José de Jesús González 

López. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1348 
 



CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-684 

SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE VISITA 
DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE GABINETE.- NO TERMINA DICHA SUSPENSIÓN CUANDO 
EL CONTRIBUYENTE OMITE CONTESTAR O ATENDER DE MANERA INDUDABLE EL 
REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS QUE LE FORMULA LA 
AUTORIDAD PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FISCALES.- El 
artículo 46-A, párrafos primero y cuarto y fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, dispone 
que las autoridades fiscales deberán concluir la visita que se desarrolle en el domicilio fiscal de los 
contribuyentes o la revisión de la contabilidad de los mismos que se efectúe en las oficinas de las 
propias autoridades, dentro de un plazo máximo de doce meses contado a partir de que se 
notifique a los contribuyentes el inicio de las facultades de comprobación, plazo que se 
suspenderá, entre otros casos, cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de datos, 
informes o documentos solicitados por las autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el día del vencimiento del plazo 
otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste o atienda el requerimiento, sin que la 
suspensión pueda exceder de seis meses; y que en el caso de dos o más solicitudes de 
información, se sumarán los distintos periodos de suspensión y en ningún caso el periodo de 
suspensión podrá exceder de un año. Por otra parte, del proceso legislativo del proyecto de 
Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación, 
entre ellas la que ahora se comenta, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio 
de 2006, se desprende que la voluntad del legislador fue que: "La suspensión termina cuando el 
contribuyente atiende el requerimiento o simplemente conteste el mismo aun sin proporcionar la 
información solicitada..." Por tanto, es claro que el escrito que atiende o simplemente contesta el 
requerimiento formulado, aun sin proporcionar la información solicitada, debe atender o contestar 
de manera indudable precisamente dicho requerimiento para que pueda considerarse como 
terminada la suspensión, esto es, debe contener los elementos suficientes que permitan 
desprender que tal escrito de atención o contestación se refiere efectivamente al requerimiento 
concreto de que se trate. De ahí se sigue que cuando los datos de referencia del escrito no aludan 
precisamente al requerimiento formulado o bien correspondan a un procedimiento fiscalizador 
diverso a aquel en que se emitió dicho requerimiento, no puede considerarse legalmente que el 
mencionado escrito termina la suspensión del plazo con que cuenta la autoridad para practicar la 
visita domiciliaria o la revisión de gabinete, tal y como ocurrió en el caso, en el que el contribuyente 
informó por escrito a la autoridad de un cambio de domicilio en relación a una determinada visita 
domiciliaria, cuando el requerimiento fue formulado dentro de un procedimiento de revisión de 
gabinete. 

PRECEDENTE: 
VII-P-2aS-499 



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1145/12-04-01-2/1327/13-S2-06-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 16 de enero de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Pedro Martín Ibarra Aguilera. 
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 35. Junio 2014. p. 194 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-684 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2263/14-17-01-6/1047/14-S2-07-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 18 de septiembre de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José de Jesús González 
López. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1350 
 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-615 

SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA CONCLUIR LA VISITA DOMICILIARIA O REVISIÓN DE 
GABINETE O DE ESCRITORIO, A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 46-A, FRACCIÓN IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO SE LEVANTA AL EFECTUAR Y NOTIFICAR UN 
NUEVO REQUERIMIENTO.- En términos del precepto legal referido, se establece como supuesto 
para la suspensión del plazo para concluir las visitas domiciliarias o revisión de gabinete, el hecho 
de que el contribuyente no conteste o atienda los requerimientos de información por un periodo de 
hasta seis meses; siendo que en el desarrollo de la visita pueden presentarse varios 
requerimientos, atento a que no se prohíbe a la autoridad fiscalizadora a efectuar un nuevo 
requerimiento por el hecho de estar suspendido el plazo para la conclusión de la visita domiciliaria, 
en cuyo caso, la suspensión por ese motivo no puede exceder de un año. Al respecto es 
categórico el numeral 46-A en análisis, al señalar que la suspensión termina cuando el 
contribuyente atiende el requerimiento o simplemente conteste, aun sin proporcionar la información 
solicitada, por lo que no puede considerarse que dicha suspensión se levante al efectuarse y 
notificarse un nuevo requerimiento por parte de la autoridad, sino únicamente cuando el 
contribuyente, con su actuación se aparte del supuesto de ley. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25036/10-17-06-8/1122/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 



sesión de 6 de febrero de 2014, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Claudia Lucía Cervera Valeé. 
(Tesis aprobada en sesión de 1° de julio de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 575 
 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO 

DE AMÉRICA DEL NORTE 

VII-P-2aS-648 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. LA EXCEPCIÓN PARA NO 

PRESENTAR EL CERTIFICADO DE ORIGEN A QUE SE REFIERE EL INCISO C) DEL 

ARTÍCULO 503 DE DICHO INSTRUMENTO, DEBE ACREDITARSE EN EL JUICIO.- De lo 

dispuesto en el artículo 501 (1) del Tratado de Libre Comercio de América del Norte se desprende 

que el certificado de origen constituye un instrumento que servirá para confirmar que un bien que 

se exporte de territorio de una Parte a territorio de otra, califica como originario, por lo que se 

puede afirmar que el certificado de origen expedido por una de las partes, es el elemento 

preponderante y único medio para acreditar el origen de una mercancía y así obtener el trato 

arancelario preferencial. Sin embargo, el artículo 503 inciso c) de dicho tratado, dispone que cada 

una de las Partes dispondrá que el certificado de origen no será requerido cuando en la 

importación de un bien, la Parte a cuyo territorio se importa, haya dispensado el requisito de 

presentación de un certificado de origen, razón por la que de una interpretación sistemática de 

ambas disposiciones, se desprende la existencia de una excepción para el requisito de presentar el 

certificado de origen en caso de solicitar trato arancelario preferencial; en consecuencia, la 

existencia de la dispensa en cuestión debe estar acreditada en los autos del juicio, pues solo con la 

aportación de la prueba respectiva, se podría concluir que la parte actora estaba ubicada en la 

hipótesis de referencia y que por ello está eximida de presentar el certificado de origen que prevé 

el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, a fin de obtener el trato arancelario 

preferencial respectivo.  

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 3448/12-05-01-3/1139/13-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 7 

de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri 

Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 983 



 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO  
DE AMÉRICA DEL NORTE 

 
VII-P-2aS-670 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. LOS TEXTOS QUE PREVÉN 
LOS ACTOS DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN PUEDEN VÁLIDAMENTE 
ELABORARSE EN CUALQUIERA DE LOS IDIOMAS ESTABLECIDOS EN EL TRATADO.- Del 
artículo 506 de ese instrumento internacional y de las Reglas relativas para su aplicación, se 
advierte en forma expresa el idioma en el cual se debe llevar a cabo el procedimiento de 
verificación de origen, esto es, en el idioma de la autoridad verificadora o en el idioma de la 
exportadora o productora sujeto a la verificación. Sin embargo, de la interpretación de los artículos 
912 y 2206 de mismo Tratado en relación con el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, se desprende que, al pactarse como textos auténticos los elaborados en 
español, francés e inglés, las actuaciones del citado procedimiento de verificación de origen 
pueden realizarse en cualquiera de los citados idiomas. 

PRECEDENTE: 
VII-P-2aS-383 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6500/11-17-05-8/1052/12-S2-07-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 8 de enero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 11 de julio de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 29. Diciembre 2013. p. 306 
 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:  
 
VII-P-2aS-670 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12979/12-17-11-11/1178/14-S2-06-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 9 de septiembre de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1069 

 



COMERCIO EXTERIOR 
VII-P-2aS-691 

TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LAS 
REPÚBLICAS DE EL SALVADOR, GUATEMALA Y HONDURAS. INTERÉS JURÍDICO DEL 
IMPORTADOR PARA CONTROVERTIR LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- Si bien es cierto dicho procedimiento 
regulado en el artículo 7-07 del mencionado instrumento internacional se dirige específica y 
directamente al exportador o al productor, no menos cierto es que se afecta el interés jurídico del 
importador cuando se declara la improcedencia del trato arancelario preferencial aplicado por éste 
a ciertos bienes y con base en ello se le determina un crédito fiscal, siendo esto lo que faculta a tal 
importador para impugnar tanto la resolución definitiva de verificación de origen, como los actos 
procedimentales correspondientes y, por ende, las notificaciones respectivas. Sin que obste a lo 
anterior que durante la secuela del referido procedimiento de verificación de origen el importador 
hubiere sido ajeno y carente de la oportunidad de intervenir, pues el derecho de impugnación surge 
hasta que, con base en la declaratoria de improcedencia del trato arancelario preferencial aplicado 
a los bienes, se determina un crédito fiscal. 

PRECEDENTES: 
VII-P-2aS-414 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5349/12-11-01-2/760/13-S2-06-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 6 de junio de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de julio de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 450 
VII-P-2aS-415 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3453/13-17-10-2/1487/13-S2-10-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 5 de noviembre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 
(Tesis aprobada en sesión de 5 de noviembre de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 450 
VII-P-2aS-508 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1285/13-11-02-8/19/14-S2-06-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 4 de marzo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Carlos Augusto Vidal Ramírez. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de marzo de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 36. Julio 2014. p. 376 



REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-691 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 11108/13-17-11-4/1051/14-S2-08-03.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Alin Paulina Gutiérrez Verdeja. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1386 
 

LEY ADUANERA 

VII-P-1aS-1048 

VALORACIÓN ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA 

EXTRANJERA.- El artículo 64 de la Ley Aduanera establece como regla general, que la base 

gravable del impuesto general de importación es el valor en aduana de las mercancías; por otra 

parte el artículo 71 de la misma ley prevé diversos métodos para calcularla cuando dicho valor no 

puede determinarse conforme a esa regla general; sin embargo, cuando el valor de las mercancías 

no pueda determinarse conforme a la regla general o los métodos previstos en el artículo 71 antes 

citado, tratándose de vehículos usados, el tercer párrafo del artículo 78 de dicho ordenamiento, 

establece que la base gravable será la cantidad que resulte de aplicar al valor de un vehículo 

nuevo, de características equivalentes, del año modelo que corresponda al ejercicio fiscal en el que 

se efectúe la importación, las amortizaciones que el propio numeral establece. Por lo tanto, si la 

autoridad aduanera determina la existencia de omisión de contribuciones, en atención a que no se 

acreditó la legal estancia en el país de un vehículo de procedencia extranjera, cuando no pueda 

determinarse el valor de este, conforme a la regla general o los métodos previstos en el artículo 71 

de la Ley Aduanera, dicha determinación debe sustentarse en el valor de un vehículo nuevo de 

características equivalentes, esto es, deberá ser un vehículo semejante en cuanto a marca, 

categoría, línea, prestigio comercial, estructura y diseño físico y que además usen el mismo tipo de 

combustible, que sea comercialmente equivalente en cuanto a calidad y precio, para que la 

valoración cumpla con la exigencia constitucional de fundamentación y motivación del acto de 

autoridad. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2/14-09-01-4-OT/559/14-S1-01-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 21 de agosto de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 



Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Claudia Palacios Estrada. 

(Tesis aprobada en sesión de 7 de octubre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 408 
 

LEY ADUANERA 

VII-P-2aS-634 

VEHÍCULOS USADOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. CUANDO DEBE DECRETARSE LA 

NULIDAD POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA CLASIFICACIÓN 

ARANCELARIA, COTIZACIÓN Y AVALÚO EN EL PROCEDIMIENTO ADUANERO.- El artículo 

64 de la Ley Aduanera establece como regla general que la base gravable del impuesto general de 

importación es el valor en aduana de las mercancías, mientras que los artículos 71 y 78 de la ley 

citada prevén diversos métodos para calcularla, sin embargo, cuando se trata de vehículos usados, 

el último párrafo del mencionado numeral 78, dispone que la base gravable será la cantidad que 

resulte de aplicar al valor de un vehículo nuevo, de características equivalentes, del año modelo 

que corresponda al ejercicio fiscal en el que se efectúe la importación, una disminución del 30% 

por el primer año inmediato anterior, sumando una disminución del 10% por cada año 

subsecuente, sin que en ningún caso exceda del 80%. En consecuencia, si la autoridad aduanera 

al ejercer sus facultades de comprobación, emite una orden de verificación de un vehículo 

extranjero puesto a su disposición por el Ministerio Público de la Federación, a efecto de que el 

propietario, poseedor y/o tenedor del vehículo acuda ante la autoridad aduanera a acreditar la legal 

importación, tenencia o estancia en el territorio nacional del vehículo usado de procedencia 

extranjera y al comparecer ante ella no acredita la legal estancia en nuestro país, la autoridad 

administrativa debe embargar precautoriamente el vehículo de origen y procedencia extranjera, 

iniciando el procedimiento administrativo en materia aduanera, ordenando se realice el dictamen 

de clasificación arancelaria y valor en aduana, al tenor de lo dispuesto en el último párrafo del 

artículo 78 de la Ley Aduanera, esto es, la base gravable del impuesto general de importación será 

la cantidad que resulte de aplicar al valor de un vehículo nuevo, de características equivalentes, del 

año modelo que corresponda al ejercicio fiscal en el que se efectúe la importación, una disminución 

del 30% por el primer año inmediato anterior, sumando una disminución del 10% por cada año 

subsecuente, sin que en ningún caso exceda del 80%; luego entonces, si el dictaminador aduanero 

al determinar el valor en aduana del vehículo usado, no tomó en consideración las características 

equivalentes del vehículo nuevo, la valoración efectuada carece de la debida fundamentación y 

motivación que todo acto de autoridad debe contener en términos de lo dispuesto en los artículos 

16 constitucional y, 38,fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, consecuentemente si la 



autoridad aduanera, al determinar el crédito fiscal se apoya en tal dictamen debe considerarse 

dictado en contravención de las disposiciones aplicables, razón por la cual deberá declararse la 

nulidad de la resolución liquidatoria. 

PRECEDENTE: 

 

VII-P-2aS-370 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6886/11-07-03-2/1259/12-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 10 de enero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo Rentería Hernández. 

(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2013) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 26. Septiembre 2013. p. 76 

 

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VII-P-2aS-634 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4553/12-07-02-3/881/13-S2-10-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 1 de julio de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 

Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares Castilla. 

(Tesis aprobada en sesión de 1 de julio de 2014) 

EN EL MISMO SENTIDO: 

VII-P-2aS-635 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 545/13-21-01-1/1593/13-S2-06-03.- Resuelto por la 

Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 14 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 

Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 14 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 864 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-2aS-657 

VISITA DOMICILIARIA.- CUANDO SE ACTUALICE ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DE 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA CONCLUIRLA, RESULTA VÁLIDO QUE EL VISITADOR 



ACTUANTE ASÍ LO HAGA CONSTAR EN EL ACTA DE VISITA CORRESPONDIENTE.- De lo 
establecido en el artículo 46, fracciones I y IV del Código Fiscal de la Federación, vigente en 2005, 
cuyo contenido substancial es idéntico al actualmente en vigor, se desprende que el visitador 
designado para practicar una visita domiciliaria, se encuentra autorizado para levantar actas 
parciales o complementarias a fin de hacer constar en forma circunstanciada hechos, omisiones o 
circunstancias de carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo de la visita. 
Por su parte, el artículo 46-A del mismo Código establece los plazos máximos en que la autoridad 
debe concluir la visita que se desarrolle en el domicilio fiscal del contribuyente, así como los casos 
en que dichos plazos se suspenderán. De acuerdo con lo anterior, si el visitador al practicar una 
visita domiciliaria tiene conocimiento de que se ha actualizado alguno de estos casos por los que 
se suspende el plazo para concluirla, resulta válido que así lo haga constar en el acta de visita 
correspondiente, pues de esa manera se justifica el impedimento legal que tiene para continuar 
con el procedimiento de fiscalización, sin que sea necesario que para ello medie mandamiento 
escrito de alguna autoridad jurisdiccional o administrativa que así se lo ordene, pues amén de que 
no existe precepto legal alguno que así lo determine, es suficiente que se actualice la hipótesis 
normativa para que se suspenda el plazo para concluir la visita domiciliaria, ya que dicha 
suspensión opera por disposición expresa de la ley. 

PRECEDENTES: 
VI-P-2aS-606 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1421/07-12-02-9/1268/08-S2-10-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 10 de agosto de 2010, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Luis Carballo Balvanera.- Secretario: Lic. Oscar Elizarrarás Dorantes. 
(Tesis aprobada en sesión del 10 de agosto de 2010) 
R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año III. No. 34. Octubre 2010. p. 410 
VII-P-2aS-167 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 649/10-12-03-9/2454/10-S2-10-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 3 de mayo de 2012, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretario: Lic. José Raymundo Rentería Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 3 de mayo de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 12. Julio 2012. p. 154 
VII-P-2aS-318 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 498/11-12-03-9/1545/11-S2-06-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 12 de febrero de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Pedro Martín Ibarra Aguilera. 
(Tesis aprobada en sesión de 12 de febrero de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 21. Abril 2013. p. 390 



VII-P-2aS-458 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 8633/11-06-02-7/688/13-S2-08-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 22 de octubre de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor 
Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Alin Paulina Gutiérrez Verdeja. 
(Tesis aprobada en sesión de 22 de octubre de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 688 
REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 
VII-P-2aS-657 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1552/13-07-01-4/649/14-S2-07-04.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 19 de agosto de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 19 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 1027 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-643 

VISITA DOMICILIARIA. EN LA ÚLTIMA ACTA PARCIAL DEBEN DARSE A CONOCER AL 

CONTRIBUYENTE TODOS LOS HECHOS U OMISIONES DETECTADOS DURANTE AQUELLA 

Y QUE PUEDAN ENTRAÑAR INCUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES.- Lo 

anterior es así conforme al artículo 46, fracción IV párrafos primero a tercero, del Código Fiscal de 

la Federación, ya que es entre dicha acta y la final que el contribuyente podrá presentar los 

documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos u omisiones, así como optar por corregir 

su situación fiscal, por lo que esa oportunidad solo puede ser eficaz si se le dan a conocer al 

destinatario los motivos y fundamentos con base en los cuales la autoridad fiscal basa su 

afirmación de que existieron hechos u omisiones. Por tanto, al levantar el acta final y al emitir la 

resolución determinante de créditos fiscales, la autoridad no debe alterar los hechos u omisiones 

expresando causas distintas a las consignadas inicialmente y que no haya apreciado con motivo 

de la intervención de la contribuyente posterior al levantamiento de la última acta parcial, pues de 

hacerlo su actuar será ilegal y nugatorio de las prerrogativas de audiencia y de eventual 

autocorrección a que se refiere el referido artículo, en armonía con el 16 constitucional. 

Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 31256/12-17-06-5/913/13-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 8 

de julio de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- 



Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 906 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-1037 

VISITA DOMICILIARIA. LA ORDEN EMITIDA PARA VERIFICAR LA LEGAL PROPIEDAD, 

POSESIÓN, ESTANCIA, TENENCIA O IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS Y EL 

CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES RELATIVAS, DEBE PRECISAR SU ALCANCE 

TEMPORAL.- La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia 

número 2a./J. 7/2008, determinó que tratándose de la orden de visita domiciliaria que tiene por 

objeto verificar la legal importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de procedencia 

extranjera y el cumplimiento de las diversas obligaciones relacionadas con ellas, no requiere la 

precisión de un periodo de revisión; ya que, si la visita tiene como finalidad verificar la existencia en 

el domicilio del gobernado visitado de mercancías de procedencia extranjera, la autoridad emisora 

de la orden de visita desconoce si encontrará o no ese tipo de mercancías, si se generaron o no 

obligaciones a cargo del visitado y, con mayor razón, el periodo al que pudo estar sujeto a 

obligaciones con motivo de las mismas; por lo que, exigir que en la orden de visita se precise el 

alcance temporal de la misma, llevaría a imposibilitar el ejercicio de las facultades verificadoras de 

la autoridad en esa materia, ya que la autoridad fiscalizadora desconoce si encontrará o no ese 

tipo de mercancías, si se generaron o no obligaciones a cargo del visitado y el periodo al que pudo 

estar sujeto a obligaciones con motivo de la importación, tenencia o estancia en el país de 

mercancía de procedencia extranjera; razón por la cual, en ese tipo de órdenes de visita 

domiciliaria resulta suficiente el señalamiento de que la verificación se realizará respecto de 

mercancías de procedencia extranjera que se encuentren en el domicilio del visitado a la fecha de 

notificación de la orden y de las obligaciones con ellas relacionadas, para considerar por satisfecho 

el requisito de determinación de su objeto. En ese sentido, se tiene que la autoridad fiscalizadora 

en las órdenes de visita domiciliaria que tiene por objeto verificar la legal importación, tenencia o 

estancia en el país de mercancías de procedencia extranjera y el cumplimiento de las diversas 

obligaciones relacionadas con ellas; cumplirá con el requisito de motivación señalando que la 

verificación se realizará respecto de mercancías de procedencia extranjera que se encuentren en 

el domicilio del visitado a la fecha de notificación de la orden; satisfaciéndose así el requisito de la 

debida motivación prevista en los artículos 16 constitucional y 38 fracción IV, del Código Fiscal de 

la Federación, en cuanto a la determinación de su objeto y alcance temporal.  



Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1015/13-10-01-9/572/14-S1-02-03.- Resuelto por la 

Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

sesión de 15 de mayo de 2014, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 

Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas. 

(Tesis aprobada en sesión de 6 de noviembre de 2014) 

R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 197 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-626 

VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN RELATIVA, ES 

INNECESARIO INVOCAR EN ELLA EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN.- Dicho numeral se refiere a los plazos para la presentación de informes o 

documentos del contribuyente, responsable solidario o tercero, que soliciten las autoridades 

fiscales con motivo de sus facultades de comprobación, es decir, no se trata de un precepto que 

establezca la competencia de la fiscalizadora para efectuar los requerimientos relativos, como sí lo 

hacen los diversos artículos 42, fracción III, y 45, del mismo Código. En tal virtud no es 

imprescindible la cita, en una orden de visita domiciliaria, del referido artículo 53, ya que no 

establece una competencia específica, y si bien su contenido brinda certidumbre jurídica al visitado 

con respecto a los plazos con que cuenta para exhibir la información y documentación solicitada, 

su ausencia no afecta las defensas del particular ni trasciende al sentido de la resolución definitiva, 

como lo requiere la fracción II del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para que se actualice una causal de nulidad por omisión de los requisitos formales, 

ya que la orden de visita no contiene en sí una solicitud concreta de informes o documentos, sino 

que es el acto habilitante de los requerimientos que al respecto se formulen dentro del 

procedimiento de fiscalización. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5481/12-06-01-5/640/14-S2-06-04 y acumulado.- Resuelto 

por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

en sesión de 29 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 24 de junio de 2014) 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-2aS-627 

VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN RELATIVA, ES 

INNECESARIO INVOCAR EN ELLA EL ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN.- El referido precepto establece el plazo de cinco años en el que se extinguen las 

facultades de las autoridades fiscales para determinar las contribuciones o aprovechamientos 

omitidos y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones 

fiscales, previéndose en la fracción I que tal plazo se cuenta a partir del día siguiente a aquel en 

que se presentó la declaración del ejercicio, cuando se tenga obligación de hacerlo, pero cuando 

se presenten declaraciones complementarias, el plazo empezará a computarse a partir del día 

siguiente a aquel en que se presentan, por lo que hace a los conceptos modificados en relación a 

la última declaración de esa misma contribución en el ejercicio. En este sentido, el artículo 67 del 

Código Fiscal de la Federación no establece una competencia, sino un límite temporal de las 

facultades de determinación y de sanción con que cuentan las autoridades fiscales, razón por la 

cual la cita de tal precepto no es indispensable en una orden de visita domiciliaria, máxime que 

esta no persigue en sí misma determinar un crédito fiscal ni imponer una sanción, por lo que como 

tal no se encuentra regida por el referido numeral. En tales condiciones, del hecho de que hayan 

caducado las facultades para determinar un crédito fiscal solo en relación con ciertos rubros, no se 

sigue que la orden de visita haya sido emitida por autoridad incompetente, ya que tal orden es un 

acto de molestia autónomo en el que no se determina contribución alguna ni se imponen 

sanciones, sino que únicamente marca el inicio de las facultades discrecionales de fiscalización 

para efectos de comprobar el cumplimiento de las obligaciones tributarias del contribuyente. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5481/12-06-01-5/640/14-S2-06-04 y acumulado.- Resuelto 

por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

en sesión de 29 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 

Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 24 de junio de 2014) 
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REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO  
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 

VII-P-2aS-628 



VISITA DOMICILIARIA. PARA ESTIMAR DEBIDAMENTE FUNDADA LA ORDEN RELATIVA, ES 
INNECESARIO INVOCAR EN ELLA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 17 DEL REGLAMENTO 
INTERIOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.- Lo anterior es así ya que el 
referido precepto y fracción, si bien es cierto facultan a la autoridad fiscal para requerir a los 
contribuyentes y responsables solidarios, entre otros sujetos, para que exhiban y, en su caso, 
proporcionen la contabilidad, declaraciones, avisos, datos, otros documentos e informes; no menos 
cierto es que si la facultad de comprobación ejercida es una visita domiciliaria, la atribución para 
requerir información y documentación relativa a la contabilidad está implícita en la de practicar 
visitas domiciliarias, máxime si en la orden se cita la diversa fracción III de dicho artículo 17, 
relativa a la competencia para ordenar y practicar visitas domiciliarias, con base en la cual la 
autoridad fiscal puede revisar la contabilidad del contribuyente, lo que implícitamente faculta a 
aquella para requerir a este la información y documentación correspondiente. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5481/12-06-01-5/640/14-S2-06-04 y acumulado.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
en sesión de 29 de mayo de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 
(Tesis aprobada en sesión de 24 de junio de 2014) 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-8ME-17 

RECURSO DE REVOCACIÓN. ES PROCEDENTE CUANDO SE INTERPONE FUERA DEL 
PLAZO LEGAL DE 30 DÍAS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, ÚNICAMENTE SI EN LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA LA AUTORIDAD SEÑALÓ UN PLAZO DISTINTO PARA ELLO. El 
artículo 121, del Código Fiscal de la Federación vigente a partir del 1 de enero de 2014, dispone 
que el recurso de revocación deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes a aquel en 
que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, por su parte, el numeral 124, 
del mismo ordenamiento, establece que es improcedente el recurso cuando se haga valer, entre 
otros, contra actos administrativos que se hayan consentido, es decir, aquellos contra los que no 
se promovió dicho medio de defensa en el plazo señalado para tal efecto; en tanto que, en 
términos del artículo 124-A, procede el sobreseimiento, cuando durante el procedimiento en el que 
se sustancie el recurso administrativo, sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que 
se refiere el diverso 124. No obstante lo anterior, si en la resolución impugnada se le informó al 
particular que contaba con el plazo de cuarenta y cinco días para presentar el recurso de 
revocación, esto es, un plazo distinto al de los treinta días señalados en el artículo 121, citado, 
debe estimarse oportuno el recurso de revocación presentado dentro del plazo citado por la 



autoridad emisora, a fin de garantizar el derecho de defensa de los gobernados, ya que esta fue la 
intención del legislador al establecer en el artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del 
Contribuyente, la obligación de la autoridad de precisar en sus resoluciones los plazos para 
impugnarlas. De ahí que, si en la resolución originalmente recurrida, la propia autoridad, señaló 
que la misma podía ser impugnada mediante el recurso de revocación dentro del plazo de 45 días 
hábiles, es evidente que si dicho medio de defensa se interpone dentro de ese plazo, se debe 
estimar oportuno, pues tal señalamiento de la demandada respecto del plazo de presentación del 
medio de defensa, no puede afectar los derechos fundamentales de tutela judicial efectiva, 
seguridad y certezas jurídicas de los particulares. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 12040/14-17-08-4.- Resuelto por la Octava Sala Regional 
Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 30 de septiembre de 2014, 
por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: Victoria Lazo Castillo.- Secretaria: Lic. Claudia 
Huerta Guerrero. 
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LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 

VI-TASR-XLI-17 

RELACIÓN JURÍDICO TRIBUTARIA.- NACE ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y EL FISCO AL 

REALIZARSE LOS HECHOS IMPONIBLES MARCADOS EN LA LEY FISCAL Y NO EN VIRTUD 

DE LOS AVISOS QUE AQUELLOS EFECTÚAN DE REALIZARLOS.- De la interpretación 

armónica de los artículos 6 y 27 del Código Fiscal de la Federación, se desprende, que los 

contribuyentes se encuentran obligados al pago de contribuciones desde el momento en que 

ocurran las situaciones de hecho, previstas en las leyes fiscales como generadoras de la 

obligación tributaria; pues aun cuando el último párrafo de la segunda norma citada, dispone que el 

aviso extemporáneo de aumento o disminución de obligaciones, surte efectos a partir del día de su 

presentación, ésta constituye una obligación formal a cargo del contribuyente de poner en 

conocimiento de la autoridad respecto del aumento o disminución de actividades que el aviso 

informa, las cuales ya se venían realizando (o dejado de realizar) desde tiempo atrás, de tal modo 

que solo se anuncia a la autoridad un cambio de situación fiscal; pero esto no afecta las 

condiciones fácticas que se suscitaron durante el tiempo en que el contribuyente fuera omiso en la 

presentación del aviso correspondiente. En ese sentido, dado que el aviso no es más que un acto 

noticioso, no debe ser entendido como un requisito sine qua non para considerar el cambio real de 

situación fiscal del contribuyente y, por ende, es evidente que el contribuyente adquiere todas las 



obligaciones fiscales derivadas de la actualización del hecho imponible previstas en las leyes 

fiscales, desde el momento de su verificación.  

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1306/09-21-01-4.- Resuelto por la Sala Regional del 

Pacífico-Centro del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 18 de noviembre de 

2010, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: Ricardo Arteaga Magallón.- Secretaria: Lic. 

Laura Vanessa Vega Adame. 
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